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    Prefacio


    Cuanto más avanzado se encuentra el proceso de integración, más difícil resulta escribir sobre Europa. La Unión que hoy en día se extiende desde Limerick hasta Nicosia ha dotado al continente de un marco institucional famoso por su complejidad, común a todas las naciones que la componen, que distingue a esta parte del mundo de cualquier otra. Esta estructura es tan original y, en muchos sentidos, tan imponente, que el término «Europa», en su acepción actual, se suele emplear únicamente para aludir a la Unión Europea, como si ambas expresiones fueran intercambiables. Pero no lo son, por supuesto. La diferencia no tiene tanto que ver con aquellos rincones dispersos del continente que todavía no se han incorporado a la Unión, como con la inextricable soberanía y diversidad de los estados-nación que ya forman parte de ella. La tensión que existe entre los dos planos de Europa, el nacional y el supranacional, genera un peculiar dilema analítico que tiene que afrontar todo intento de reconstrucción de la historia reciente de la región. El motivo de esta tensión podría describirse de la siguiente manera. Por inaudito que parezca desde el punto de vista histórico, es indudable que la UE es un sistema político con efectos más o menos uniformes a lo largo de su jurisdicción. Sin embargo, en la vida de los estados integrados en este sistema la política sigue siendo en su inmensa medida interna. Mantener ambos planos dentro del alcance de un mismo enfoque es una tarea que de momento nadie ha logrado llevar a cabo con éxito. Europa, en ese sentido, parece un objeto imposible. No es de sorprender que la literatura que ha generado se suela dividir en tres categorías aisladas: los estudios especializados sobre el complejo de instituciones que forman la UE; las historias o estudios sociológicos generales del continente desde la Segunda Guerra Mundial, en las que, en el mejor de los casos, sólo se habla de la Unión esporádicamente; y las monografías nacionales de diversa naturaleza, la categoría más extensa, con diferencia.


    Sin duda, llegará un día en que se supere esta dificultad. Pero, de momento, parece ser que sólo se puede llegar a un arreglo provisional. La solución que hemos adoptado es discontinua. El libro está compuesto por una sucesión de ensayos. En la primera parte se analiza el pasado y el presente de la Unión tal como la concibieron sus fundadores y la modificaron sus sucesores; cómo ha adquirido su estructura actual, y la conciencia pública y los modelos académicos –bastante característicos– a los que ha dado lugar. La integración europea se estudia como un proyecto cuyas metas y prácticas económicas –que constituyen la inmensa mayoría de sus actividades– siempre han ido encaminadas, en distintas direcciones, a la continuación de la política por otros medios. A pesar de que se ha desmentido en muchas ocasiones, esto es tan cierto hoy como lo era en la época del Plan Schuman.


    La segunda parte del libro se centra en el plano nacional. Estudiaremos los tres países más importantes de los seis que firmaron el Tratado de Roma: Francia, Alemania e Italia. La población de estos países representaba el 75 por ciento del total de la Comunidad Económica Europea que surgió de este pacto. Históricamente, se puede considerar que forman el núcleo central del proceso de integración. Francia y Alemania fueron las potencias que impulsaron y supervisaron desde el principio este proceso, y lo han seguido haciendo hasta nuestros días. Italia desempeñó un papel menos importante que Bélgica o los Países Bajos en la creación y en los primeros años del Mercado Común, pero llegado el momento contribuiría de un modo decisivo en el rumbo que tomó la Comunidad ampliada. Además de ser las economías más importantes y los estados más populosos de la Europa continental, Francia, Alemania e Italia poseen, de común acuerdo, la historia intelectual y cultural más rica. La estructura que ha adoptado la política en estos países es inseparable de esa historia, y al analizar su evolución he intentado ofrecer un bosquejo del escenario cultural en el que se han desarrollado los acontecimientos en los últimos veinte años o más. De lo contrario, sería prácticamente imposible captar la textura de la vida nacional, que escapa al integumento burocrático de la Unión. En los últimos años, estos tres países han sido el escenario de importantes acontecimientos, diferenciados e independientes de la evolución de la UE. Alemania ha experimentado una metamorfosis después de la unificación. Italia ha asistido a la quiebra de una República y a la rápida involución de otra. Francia ha sufrido la primera crisis de confianza desde la reorganización nacional de De Gaulle. Tales cambios impiden un análisis uniforme y, por tanto, en los capítulos dedicados a cada país se utilizan enfoques distintos.


    Aunque París, Berlín y Roma son los gobiernos que ocupan el lugar más prominente en las cumbres europeas –los únicos estados continentales que pertenecen al G-7–, no representan ni mucho menos, ni siquiera por poderes, a la Europa occidental de después de la Guerra Fría. No me arrepiento de haber dejado a Gran Bretaña fuera de este estudio. Desde el fin del mandato de Thatcher, su historia ha tenido poca trascendencia. Pero sí me habría gustado analizar el caso de España, cuya modernización, a pesar de su relativa placidez, ha sido uno de los rasgos más importantes del periodo. Tampoco habría estado de más repasar la situación de otros estados pequeños del territorio europeo, pues siempre he pensado que el tamaño no guarda relación alguna con el interés, y por eso lamento no haber incluido a Irlanda, uno de los países donde me crié. Si bien el espacio –y, hasta cierto punto, también el tiempo– han dictado estas limitaciones, el principal obstáculo que me ha impedido acometer un análisis exhaustivo del plano nacional ha sido, como es natural, el conocimiento. ¿Cómo aspirar a presentar un estudio aceptable de los 27 estados que forman la Unión? Este espinoso problema se agrava todavía más en el caso de los países de la Europa del Este, por la barrera lingüística y la mayor escasez de documentación, obstáculos a los que hay que añadir un rasgo característico de los estados de esta región: como forman un compacto grupo de naciones con una envergadura muy similar, una hipotética selección resultaría una decisión más arbitraria. Esto no se ha traducido, sin embargo, en una falta de atención. La liberación del comunismo ha generado, por el contrario, una ingente bibliografía, y lo mismo se puede decir de la incorporación de estos países a la UE, un proceso en marcha considerado, con razón, uno de los principales logros de la Unión.


    Este campo está ya tan trillado que es mejor mirar todavía más hacia el Este, hasta llegar al confín más remoto de la Unión actual, y examinar la eventual ampliación hacia Asia. Por consiguiente, la tercera parte de este libro está dedicada a Chipre, que entró en la Unión en 2004, y a Turquía, cuya candidatura a la incorporación se aceptó dos años después. La diferencia de tamaño entre estos dos países es abismal: Chipre tiene menos de un millón de habitantes, y Turquía, con más de setenta millones, pronto desbancará a Alemania como Estado más populoso de la Unión. Aunque la relación entre estos dos estados es uno de los puntos más urgentes y conflictivos en la agenda de la ampliación de la UE, la candidatura de Turquía representa el mayor desafío que «Europa», definida como la Unión, tendrá que afrontar en el futuro. La magnitud de esta empresa es de un orden muy distinto al de la absorción de los países agrupados en torno al antiguo COMECON. Pero la naturaleza exacta del desafío se ha aireado mucho menos. La razón no es difícil de adivinar. La integración de los antiguos países comunistas no contradice ninguna de las ideas imperantes en la Europa occidental; de hecho, si tomamos en consideración todos los factores, la realidad parece confirmarlas en gran medida. Por el contrario, el destino de Chipre y el influjo de Turquía plantean a la buena conciencia de Europa una serie de incómodas preguntas, que la opinión establecida –la oficial y la de los medios de comunicación– ha reprimido. Más abajo veremos hasta qué punto resultan incómodas estas preguntas. Desde el punto de vista histórico, la luz que proyecta esta nueva Cuestión Oriental sobre la imagen que la Unión tiene de sí misma es similar a la que arrojaba la antigua Cuestión Oriental sobre el Concierto de Europa.


    Para examinarla, he abarcado un intervalo temporal más amplio que en la segunda parte del libro, y me he centrado de un modo más exclusivo en la historia política de las dos sociedades afectadas. Los antecedentes generales de la historia más reciente del trío de potencias europeas occidentales se pueden dar por supuestos en gran medida, como sucede con tantos otros conocidos episodios del siglo xx. Esto no sucede en el caso de Chipre ni en el de Turquía, cuyo estudio exige una reconstrucción más amplia del modo en que ambos estados han evolucionado hasta llegar a la situación actual. Esta decisión no tiene nada de sorprendente y por eso no me detendré más en ella. Más discutible es la combinación de un intervalo temporal más restringido con un enfoque más amplio en el análisis de Francia, Alemania e Italia. La historia contemporánea nunca se puede considerar del todo verdadera, dada la ausencia de archivos y la falta de perspectiva. Todo intento de comprender la sociedad moderna a lo largo de dos décadas, a bocajarro, es inevitablemente precario. Los peligros de los coupes d’essence que condena la tradición francesa son evidentes, y soy consciente de haberlos corrido. Las simplificaciones y los errores derivados de este planteamiento, y también los de la ignorancia elemental y los juicios equivocados, serán corregidos por otros a su debido tiempo. Aunque he escrito estos ensayos a lo largo de una década, todos ellos vieron la luz en una coyuntura diferente, y llevan la impronta de la situación del momento. Los he corregido relativamente poco, pues he preferido presentarlos como testimonios y reflejos de su época. Al principio de cada ensayo figura la fecha en que fue concebido.


    El elemento que confiere unidad al periodo de estudio y establece los parámetros del libro es el ascendiente del neoliberalismo. Históricamente, se puede considerar que hay dos grandes cambios de régimen que lo definen. El primero tuvo lugar a principios de los ochenta, con la llegada al poder de Thatcher y Reagan, la posterior liberalización de los mercados financieros y la privatización de industrias y servicios en Occidente. El segundo, a principios de los noventa, fue la caída del comunismo en el Bloque Soviético, que vino seguida de la ampliación del liberalismo hacia el Este. Este doble vórtice alteró la forma de la Unión Europea y todos los países integrados en ella tomaron nuevos rumbos. El modo en que estas presiones actuaron a escala nacional y supranacional, y las políticas exteriores e interiores que impulsaron, es uno de los motivos recurrentes de este libro. Hoy, el sistema neoliberal está en crisis. Ante la recesión mundial que comenzó en el último cuatrimestre de 2008, la opinión general, compartida incluso por aquellos que en otros tiempos se erigieron en paladines de este orden, es que le ha llegado su hora. Todavía está por ver hasta qué punto habrá que reformarlo cuando termine la crisis, si es que termina, o qué sistema le sustituirá. Salvo la segunda parte del capítulo sobre Francia, este libro fue escrito antes del derrumbe de los mercados financieros en los Estados Unidos. Aparte de dejar constancia del comienzo de la crisis, no he corregido ninguno de los ensayos para abarcar los efectos que ha tenido hasta el momento o sus consecuencias futuras, un tema que se analiza en las reflexiones finales junto con otras ideas más generales sobre la Europa del pasado y del presente.


    De todos los países de la UE, Inglaterra ha sido desde el principio el país que más euroescépticos ha alumbrado. Aunque mantengo una postura crítica en relación con la Unión, no es una postura que yo comparta. En 1972, cuando yo era editor de la New Left Review, esta revista publicó un número especial con el extenso ensayo de Tom Nairn «The Left against Europe?»1. En aquel momento no sólo el Partido Laborista británico, sino la inmensa mayoría de los socialistas situados a la izquierda de esta formación se oponían a la incorporación del Reino Unido a la CEE, que el gobierno conservador acababa de aprobar en el Parlamento. El ensayo de Nairn no sólo quebró este abrumador consenso, sino que es todavía en la actualidad, más de veinticinco años después de publicarse, el argumento individual más poderoso que se puede esgrimir para justificar desde la izquierda la integración europea. Nada parecido ha surgido en las filas de los partidos oficiales –socialdemócratas, poscomunistas o verdes– que hoy en día se envuelven en la bandera azul con estrellas doradas. La Unión de principios del siglo xxi no es la Comunidad de los cincuenta o los sesenta, pero mi admiración por los arquitectos originales de este proyecto permanece intacta. Acometieron una empresa sin precedentes históricos y la grandeza de este plan todavía acecha a la UE actual.


    La ideología europea que se ha desarrollado alrededor de una realidad distinta es otra cuestión. La presunción de las elites europeas y de sus publicistas ha llegado hasta tal extremo que la Unión se suele presentar ahora como un modelo para el resto del mundo, a pesar de que sus ciudadanos cada vez confían menos en ella y del desprecio manifiesto de la voluntad popular. No se puede decir hasta qué punto este nuevo rumbo es irreversible. Para detenerlo es necesario abandonar algunas ilusiones. Entre otras, la creencia –en la que se basa en gran medida la ideología actual– de que, en la ecúmene atlántica, Europa encarna una serie de valores más elevados que los de Estados Unidos y desempeña un papel más estimulante en el mundo. Esta doctrina se puede refutar, en beneficio de América, haciendo hincapié en las virtudes que comparten o, en detrimento de Europa, en sus conductas censurables. Los europeos necesitan la segunda crítica como el agua de mayo2. No sólo las diferencias con América son menores de lo que imaginan, sino también la autonomía. Ningún otro campo ilustra mejor este extremo que el de los estudios especializados en la UE, al que he dedicado el tercer ensayo de este libro.


    En general, este campo forma un universo cerrado de libros extremadamente técnicos, prácticamente desconectados de la esfera pública. En Europa este universo ha generado una ingente industria de ensayos especializados, artículos de investigación e informes de consultorías, muchos de ellos financiados por Bruselas, que, aunque no han alcanzado la cúspide en la jerarquía, ocupan una posición cada vez más amplia en los escalones inmediatamente inferiores. La densidad de los intercambios paneuropeos en esta esfera no tiene precedentes, y, unidos a otra serie de transacciones –seminarios, talleres, coloquios, conferencias sobre disciplinas adyacentes, desde la historia a la economía, pasando por el derecho o la sociología–, han creado un espacio que debería servir de base a una comunidad intelectual capaz de mantener animados debates internacionales. Sin embargo, en la práctica, los avances en esta dirección son muy escasos. Esto se debe en parte a las taras características del sistema académico, que ha desarrollado la costumbre de replegarse sobre sí mismo, en lugar de abrirse a una cultura más amplia. Pero el motivo fundamental es la ausencia de divergencias políticas estimulantes, característica de este ámbito –en principio– sumamente político, habitado sobre todo por politólogos. Hablar de una pensée unique sería injusto: se trata más bien de un pensée ouate, que cubre como un palio la mayoría de las expresiones de esta disciplina. Los medios de comunicación no sirven de contrapeso para contrarrestar esta situación. Los artículos y los editoriales se ciñen, en general, a la línea del euroconformismo de un modo todavía más acentuado que los catedráticos o los expertos.


    Uno de los efectos de este unanimismo es que impide la aparición de una auténtica esfera pública en Europa. Si todo el mundo está de acuerdo de antemano en lo que es conveniente y lo que no –véanse los sucesivos referendos–, el impulso de la curiosidad por lo que sucede y por lo que se piensa en otras naciones no puede desarrollarse. ¿Por qué interesarse por lo que se dice o se escribe en otros lugares si, en esencia, es una repetición de lo que ya se ha expresado aquí? En este sentido, se podría pensar con razón que las cámaras de resonancia de la Unión actual son mucho menos europeas que la vida cultural del periodo de entreguerras o incluso que la de la época anterior a la Primera Guerra Mundial. Hoy en día no encontramos equivalente alguno a la correspondencia que mantenían Sorel y Croce, a la colaboración entre Larbaud y Joyce, al debate que mantuvieron Eliot, Curtius y Mannheim, y a las discusiones que entablaban Ortega y Husserl; y menos aún a las polémicas entre la Segunda y la Tercera Internacional. Antes los intelectuales formaban un grupo mucho más reducido, menos institucionalizado, con una cultura humanista común mucho más arraigada. La democratización ha dispersado a este grupo y una cantidad mucho más abundante de talentos ha saltado al ruedo. Sin embargo, sean cuales sean sus frutos –que, sin duda, son muchos–, hasta ahora no han dado pie a la aparición de una República de las Letras en la Unión Europea. Espero que este libro contribuya a ello.


    
      
        1 New Left Review I/75 (septiembre-octubre 1972), pp. 5-120, que posteriormente se publicó en forma de libro con el mismo título (Harmondsworth, 1973).

      


      
        2 Para la primera, véase la pirotecnia estadística de P. Baldwin, The Narcissim of Minor Differences: Why America and Europe are Alike, Nueva York, 2009, una obra que se propone echar por tierra los engreídos prejuicios antiamericanos del otro lado del Atlántico, demostrando –enérgicamente– que si se analizan las sociedades europeas en conjunto, la mayoría de los datos indican que la sociedad americana es igual o mejor que ellas. Por supuesto que este tipo de comparaciones pasan por alto las enormes diferencias que existen entre el Estado americano y los estados europeos –EEUU eclipsa a cualquier país europeo en poder militar, político e ideológico, y la UE carece de los atributos clásicos de un Estado-nación, por no hablar de las diferencias de tamaño.

      

    

  


  
    PRIMERA PARTE


    La Unión

  


  
    I. Orígenes


    (1995)


    Matemáticamente, la Unión Europea es en la actualidad la mayor unidad individual de la economía mundial. El PNB nominal de la UE, unos seis trillones de dólares, supera a los cinco trillones de los Estados Unidos y a los tres de Japón. Su población total supera los 360 millones de habitantes y se acerca a la suma de la de Estados Unidos y Japón. Sin embargo, en términos políticos, la envergadura de Europa es todavía una realidad virtual. Al lado de Washington o Tokio, Bruselas no es más que una cifra. La Unión no se puede comparar con Estados Unidos ni con Japón, porque no es un Estado soberano. ¿Qué tipo de sistema es? La mayoría de los europeos son incapaces de responder a esta pregunta. La Unión es un misterio más o menos insondable para todos los que, desconcertados, se han convertido en sus ciudadanos, excepto para una minoría; una noción arcana para el votante común, que aparece envuelta en niebla incluso para los expertos.


    I


    La naturaleza de la Unión Europea debería guardar alguna relación con los orígenes de la Comunidad que en la actualidad subsume –pero que, en virtud de un alambicado giro jurídico, no ha desbancado–. Aclarar políticamente la génesis de su estructura sería un buen punto de partida para analizar su futuro. Con todo, se trata de un objeto de estudio bastante controvertido. Desde el principio, los estudios históricos han mostrado cierta tendencia a adoptar un sesgo insólitamente teórico, lo cual demuestra que son pocos los presupuestos convencionales que pueden darse por sentados. Los primeros estudiosos se aferraban a una tendencia dominante según la cual las fuerzas que habían impulsado la integración de la Europa occidental después de la guerra se basaban en el desarrollo objetivo de la interdependencia –no sólo económica, sino también social y cultural– entre los estados agrupados inicialmente en torno a la Comunidad Europea del Carbón y del Acero y a sus secuelas. El tenor de esta primera corriente de interpretación era neofuncionalista, e insistía en la lógica aditiva del desarrollo institucional: es decir, que una serie de discretos cambios funcionales había tendido a favorecer ciertas alteraciones complementarias a lo largo de un creciente camino de integración a menudo involuntaria. La convergencia transnacional de transacciones económicas, intercambios sociales y prácticas culturales había servido de base para el avance gradual hacia un nuevo ideal político –una unión supranacional de estados–. Ernst Haas, que pensaba que los comienzos de este proceso habían sido relativamente contingentes, pero que el desarrollo posterior había seguido una trayectoria establecida, escribió a finales de los años cincuenta Uniting of Europe, una obra que quizá sea todavía la mejor formulación teórica de esta postura.


    La segunda corriente interpretativa, por el contrario, subraya la capacidad de resistencia estructural del Estado-nación, y considera que la integración de la Europa occidental después de la guerra no fue una vía de transición hacia la soberanía supranacional, sino que, por el contrario, sirvió para fortalecer el poder efectivo de las naciones. Este motivo neorrealista aparece en distintas formulaciones, no todas concordantes. La más poderosa e inconfundible es, con diferencia, la obra de Alan Milward. Resulta bastante irónico que el país que menos ha contribuido a la integración europea haya alumbrado al historiador que mejor ha sabido explicarla. Ningún otro estudioso de la Unión ha logrado alcanzar esa combinación de maestría en la investigación de archivo y pasión intelectual que Milward ha sabido aplicar al estudio de los orígenes de la Comunidad.


    El punto de partida de Milward era completamente distinto y más provechoso. ¿Por qué, se preguntaba, la recuperación económica de Europa después de la Segunda Guerra Mundial no siguió el modelo de la Primera –una aceleración inicial debida al reabastecimiento físico, seguida de una serie de erráticos vaivenes de crecimiento y recesión–? En The Reconstruction of Western Europe 1945-51 (1984), Milward deja a un lado las explicaciones convencionales –el advenimiento de las teorías keynesianas; la reparación de los desperfectos causados por la guerra; la ampliación del sector público; el aumento del presupuesto destinado a defensa; la innovación tecnológica– y afirma que este boom sin precedente alguno, que empezó en una fecha tan temprana como 1945 y que se prolongó al menos hasta 1967, se basó más bien en el incremento constante de los salarios populares en este periodo, en un momento en que la demanda llevaba mucho tiempo contenida e insatisfecha. Este modelo de crecimiento se apoyó, a su vez, en los nuevos acuerdos entre estados que, en su «búsqueda egoísta del interés propio»1, favorecieron la liberalización del comercio y las primeras medidas limitadas de integración del Plan Schuman.


    En su obra posterior, Milward se centraba precisamente en el modo en que estos acuerdos habían evolucionado hasta transformarse en la Comunidad Económica Europea. El estudio de Milward se apoyaba en un sinfín de hallazgos empíricos y en unas teorías todavía más audaces e incisivas. Tanto su obra fundamental, The European Rescue of the Nation-State, como la coda a este libro, The Frontiers of National Sovereignty, criticaban a fondo a los neofuncionalistas por conceder una importancia excesiva a las teorías federalistas de toda índole –una sarta de beaterías que Milward despachaba en un cáustico capítulo titulado «Vidas y enseñanzas de los santos europeos»–. El argumento central de Milward es que los orígenes de la Comunidad tienen poco o nada que ver con los imperativos técnicos de la interdependencia –menos importante, quizá, a mediados de siglo que a principios–, ni con las visiones etéreas de un puñado de respetables federalistas. La Comunidad nació más bien como resultado del desastre común de la Segunda Guerra Mundial, esa catástrofe que dejó a todos los estados-nación, desde los Pirineos al Mar del Norte, destrozados por la derrota y la ocupación.


    Las antiguas instituciones se encontraban sumidas en las simas de la impotencia y el descrédito, y había que construir una estructura relativamente nueva una vez reanudada la paz. Según Milward, después de la guerra, por primera vez, los estados de la Europa occidental integraron plenamente en la nación política a los agricultores, obreros y pequeños burgueses con ayuda de una serie de medidas destinadas a favorecer el crecimiento, el empleo y el bienestar, y por eso contaban con una base social mucho más amplia que la de sus predecesores, limitada y precaria. El éxito inesperado de estas políticas favoreció un segundo tipo de ampliación: la cooperación interestatal. Moralmente rehabilitados dentro de sus propias fronteras, seis estados-nación del continente descubrieron que podían fortalecerse todavía más si compartían determinados elementos de soberanía que les beneficiaran a todos. Uno de los elementos centrales de este proceso fue el impulso magnético que el mercado alemán ejerció desde el principio, en el sector de la exportación, sobre las economías de los otros cinco países, a lo que se añadió el atractivo que para Alemania representaba un acceso más fácil al mercado francés y al italiano, y los beneficios eventuales que podía obtener de determinados intereses concretos, como el carbón belga o la agricultura holandesa. La Comunidad Económica Europea, a juicio de Milward, fue en esencia, el fruto de los cálculos autónomos de los distintos estados nacionales, que pensaban que la prosperidad en la que se basaba su legitimidad doméstica podía mejorar gracias a una unión de aduanas.


    Otro factor que intervino fue la necesidad estratégica de contener a la potencia alemana. Pero Milward sostiene que fue en esencia un factor secundario, que se podía haber alcanzado por otros medios. Es cierto que la fuerza impulsora de la integración fue la garantía de seguridad, pero en los años cincuenta la seguridad que realmente importaba a los pueblos de la Europa occidental era de índole social y económica: la certeza de que el hambre, el desempleo y los trastornos de los años treinta se habían desterrado para siempre. En la era de Schuman, Adenauer y De Gasperi, el deseo de seguridad política –es decir, la defensa contra el militarismo alemán y el expansionismo soviético, e incluso el deseo de seguridad «espiritual» que ofrecía la solidaridad católica– era, por así decir, una prolongación de la misma búsqueda esencial. El fundamento de la CEE era «la similitud y la capacidad de reconciliación»2 de los intereses socioeconómicos de los seis estados renacidos, garantizadas por el consenso político del orden democrático de la posguerra en cada país. A juicio de Milward, esta matriz original se ha mantenido intacta hasta el presente, ajena a la ampliación de la Comunidad y a la creciente complejidad de su maquinaria.


    El único avance significativo en la integración europea, el Acta Única Europea de mediados de los ochenta, se inspira en el mismo modelo. En aquel entonces, ante las presiones de la crisis económica global y la creciente competitividad de Estados Unidos y Japón, el consenso político había cambiado. El electorado estaba resignado al regreso del desempleo y se había convertido a los principios de la estabilidad monetaria y del liberalismo social. Milward no oculta su malestar ante las «paparruchas administrativas y las conclusiones que el autoritarismo egoísta extrajo de los principios económicos abstractos»3 que orquestaron este cambio de perspectiva. Pero fue el giro neoliberal general, sellado en 1983, mediante la renuncia de Mitterrand al programa keynesiano que había defendido en un principio, lo que hizo posible la convergencia de todos los estados miembros, incluido el Reino Unido (en pleno auge del gobierno de Thatcher), en la aprobación del mercado interno. Cada Estado calculaba por su cuenta, como en los cincuenta, los beneficios comerciales concretos que podía cosechar gracias a la nueva liberalización de la Comunidad. Una vez más, los estados-nación dirigieron el proceso, y cedieron algunas de sus prerrogativas jurídicas para obtener un mayor rendimiento material y satisfacer las expectativas de la ciudadanía a escala nacional.


    El poder acumulativo de la explicación de la integración europea que ofrece Milward, remachada con un estudio de caso tras otro, presentados todos con un tremendo dinamismo –los detalles institucionales y la crítica teórica entablan una apremiante carrera a través del teclado, que se completa con una serie de sarcásticos retratos individuales–, no tiene parangón. Pero esta misma fuerza plantea una serie de preguntas. El edificio de Milward descansa sobre cuatro presupuestos que quizá pueden formularse, sin miedo a caer en una simplificación exagerada, de la siguiente manera.


    El primero, y más explícito, es que los objetivos tradicionales de la diplomacia internacional –la competitiva lucha por el poder en un sistema interestatal: la «política mundial» tal como la entendía Max Weber– tuvieron siempre una importancia secundaria entre las opciones que condujeron a la integración europea después de la guerra. Milward sostiene que esta verdad es igual de válida ahora que antes. La decisión de los estados de la Comunidad de seguir adelante con la integración, afirma en la conclusión, «depende absolutamente de la naturaleza de las decisiones políticas domésticas» (la cursiva es añadida)4. En una inversión del clásico axioma prusiano, Milward postula un Primat der Innenpolitik prácticamente incondicional. La política exterior, tal como se concebía en otros tiempos, no se desprecia, pero se considera que desempeñaba un papel subsidiario respecto de las prioridades socioeconómicas del Estado-nación.


    El segundo presupuesto –desde el punto de vista lógico, distinto del primero– es que siempre que las estimaciones políticas o militares exteriores intervinieron en el equilibrio de la toma de decisiones políticas, lo hicieron como prolongación del objetivo domésti-co de la prosperidad del pueblo: la seguridad en un registro complementario. Los objetivos diplomáticos eran pertinentes, pero sólo como continuación de la prioridad del consenso interior, no como conflicto. Este consenso, a su vez –y con esto llegamos al tercer presupuesto–, era un reflejo de la voluntad popular expresada en las urnas. «La influencia preponderante en la formulación de la política nacional y del interés nacional fue siempre una respuesta a las exigencias del electorado», y «a través de sus votos… los ciudadanos seguirán ejerciendo una influencia preponderante en la definición del interés nacional»5. El consenso democrático, el vehículo que permitía por fin a obreros, funcionarios y agricultores expresarse adecuadamente, era tan similar en toda la Europa occidental que los estados-nación, inspirándose en los nuevos objetivos de la seguridad social, pudieron tomar las primeras medidas decisivas encaminadas a la integración. Y así llegamos a la última afirmación, menos prominente pero en todo caso discernible: en las cuestiones realmente importantes se produjo una simetría fundamental en la participación de los estados que fundaron la unión de aduanas y aprobaron el mercado interior.


    Primacía de los objetivos domésticos y continuidad entre éstos y los propósitos exteriores; democracia en las decisiones políticas y simetría de la opinión pública de cada país. Toda síntesis lleva aparejada un elemento de caricatura, y la obra de Milward es tan sutil y compleja que puede dar pie a varias contraindicaciones, algunas bastante sorprendentes. Pero, a grandes rasgos, estos cuatro presupuestos transmiten la verdadera fuerza de su obra. ¿Hasta qué punto se sostienen? Una forma de abordar esta pregunta es fijarse en el punto de partida de la teoría de Milward. El origen absoluto del movimiento hacia la integración europea se sitúa en la Segunda Guerra Mundial. Casi todo el mundo estaría de acuerdo con esta afirmación. Pero la propia experiencia de la guerra se enfoca de una manera bastante peculiar, como un cataclismo en el que la precariedad general de las estructuras políticas del periodo anterior –desprovistas de una base democrática amplia– se reveló de forma repentina, cuando un Estado-nación tras otro se fueron consumiendo en la caldera del conflicto.


    Se trata de una interpretación legítima y productiva de la Segunda Guerra Mundial, que crea un marco perfecto para explicar la reconstrucción de la posguerra que condujo a la integración. Sin embargo, es evidente que la guerra no fue sólo una experiencia traumática común que puso a prueba a unos estados europeos que no dieron la talla. Fue, además, una batalla a vida o muerte entre grandes potencias con resultados desiguales. Alemania, que desencadenó el conflicto, no llegó a derrumbarse como Estado-nación –sobre todo porque contó con un inmenso respaldo popular: soldados y civiles resistieron impávidamente a los Aliados hasta el final.


    Precisamente el recuerdo de esta experiencia inconmensurable de la guerra –el recuerdo de la magnitud de la supremacía militar alemana y de sus consecuencias– condicionó la integración europea en la misma medida que las conmensurables tareas de reconstrucción de los estados-nación sobre una base más próspera y democrática después de la guerra, el fenómeno en el que se centra Milward. Como es natural, el país más preocupado era Francia. No es casual que la contribución francesa a la construcción de las instituciones comunes europeas haya sido tremendamente desproporcionada en relación con la posición que ocupa esta nación en la economía general de la Europa occidental. La contención política y militar de Alemania fue una prioridad estratégica para Francia desde el comienzo, antes aún de que los Seis alcanzaran en París el consenso en relación con los beneficios comerciales de la integración. Después de que la posibilidad de someter a Alemania por la fuerza, la opción que defendía Clemenceau, quedara descartada ante la reticencia angloamericana, la única alternativa coherente era amarrar a los alemanes a la más íntima de las alianzas, una construcción más duradera que la protección temporal que ofrecía la diplomacia tradicional.


    Por tanto, el proceso de integración europea siempre ha girado en torno a un pacto binacional entre dos de los estados más destacados del continente, Francia y Alemania. En realidad, el fin último de los sucesivos acuerdos, económicos en la forma, que ambas naciones han alcanzado era de naturaleza estratégica. París y Bonn han firmado cuatro tratados decisivos para la evolución de las instituciones europeas comunes. El primero fue, por supuesto, el Plan Schuman de 1950, que alumbró la Comunidad del Carbón y el Acero en 1951. Aunque los problemas locales de la siderurgia francesa, que dependía del carbón renano para su suministro de coque, fueron uno de los factores que intervinieron en la aprobación del Plan, la naturaleza del motivo fundamental era más general. Francia temía que Alemania pudiera utilizar su base industrial, mucho más amplia, para un rearme potencial. Alemania, por su parte, temía un control militar prolongado de la región del Ruhr. Compartir la soberanía de los recursos conjuntos era para Francia una garantía contra el riesgo de un posible renacimiento del militarismo alemán, que, además, liberaba a Alemania de la tutela económica de los Aliados.


    El segundo hito fue el entendimiento entre Adenauer y Mollet, que hizo posible la firma del Tratado de Roma en 1957. Haciendo caso omiso de las reservas del Ministerio de Finanzas de Bonn y del de Asuntos Exteriores de París, ambos gobiernos alcanzaron un acuerdo que garantizaba el libre acceso de la industria comercial francesa al mercado alemán y viceversa. La prosperidad de ambos países ya dependía en gran medida de estos mercados. El tratado recogía, además, la promesa de un incremento de las importaciones de productos agrícolas franceses en la República Federal. El plácet que concedió Adenauer a este pacto a pesar de la feroz oposición liberal de Erhard –que temía que los elevados costes sociales de Francia se extendieran a Alemania–, era de inspiración inequívocamente política. La intención de Adenauer era que la unidad de la Europa occidental actuara como un baluarte contra el comunismo, y, además, quería tener la garantía de que, llegado el momento, Francia respetaría la reunificación alemana. En París, los asesores económicos no se decidieron a respaldar el proyecto de un Mercado Común hasta que Londres propuso la alternativa de una zona de comercio libre. Los franceses pensaron que Bonn encontraría más atractiva esta opción y que, de este modo, la primacía de la relación comercial francoalemana se vería amenazada. Pero no fue la valoración técnica de los hauts fonctionnaires la que decidió la cuestión6, ni las preferencias personales del propio Mollet –que siempre se había mostrado partidario de la integración europea, pero que había sido incapaz

    de arrastrar a su partido dos años antes, cuando los votos del SFIO impidieron que se aprobara el tratado constitutivo de la Comunidad Europea de Defensa–. El suceso que inclinó la balanza fue la conmoción política de la crisis de Suez.


    Al gobierno de Mollet le preocupaba mucho más la reanudación de la Guerra de Argelia y los preparativos de un ataque a Egipto que los acuerdos comerciales de cualquier tipo. Anglófilo de formación, Mollet estaba empeñado en alcanzar un entendimiento con Gran Bretaña que le permitiera desarrollar operaciones conjuntas en el Mediterráneo oriental. El 1 de noviembre de 1956 se puso en marcha la expedición de Suez. Cinco días después, mientras los paracaidistas franceses se lanzaban sobre Ismailia, Adenauer llegó a París para una entrevista confidencial sobre el Mercado Común. Cuando estaba reunido con Mollet y Pineau, Eden telefoneó desde Londres para anunciar que Gran Bretaña había tomado la decisión unilateral de cancelar la expedición, ante las presiones de la Secretaría de Hacienda de los Estados Unidos. En medio del silencio y la estupefacción, Adenauer, con mucho tacto, apeló a la moral de sus anfitriones7. El gabinete francés aprendió la lección. América había invertido su postura desde Indochina. Gran Bretaña era un cartucho gastado. Para los últimos gobiernos de la Cuarta República, que mantenían el compromiso con la defensa del Imperio francés en África y planeaban la fabricación de la bomba atómica, la única forma de contrarrestar el poder de Washington era la unidad europea. Seis meses después, Pineau firmó el Tratado de Roma; en la Asamblea Nacional, el argumento que garantizó la ratificación del acuerdo fue el de la estrategia –la necesidad de una Europa independiente de América y de Rusia.


    El tercer episodio decisivo vino de la mano del ascenso al poder de De Gaulle. Como es natural, el primer régimen francés realmente enérgico desde la guerra alteró las condiciones del pacto. A principios de 1962 De Gaulle afianzó una Política Agrícola Común que beneficiaba a los agricultores franceses, pero fracasó en su intento de crear un directorio intergubernamental de los Seis. En el otoño de ese mismo año, inició conversaciones para constituir un eje diplomático formal con Bonn. Francia era ahora una potencia nuclear. En enero de 1963 vetó la entrada británica en la Comunidad. En febrero, Adenauer firmó el tratado francogermano. Una vez sellada esta alianza diplomática, De Gaulle –cuya hostilidad hacia la Comisión dirigida por Hallstein en Bruselas era de dominio público– podía controlar todavía más la posterior integración de la CE mientras se mantuviera en el poder. La expresión institucional del nuevo equilibrio fue el Compromiso de Luxemburgo de 1966, que impidió la aprobación del voto por mayoría en el Consejo de Ministros y que estableció los parámetros legislativos que seguiría la Comunidad durante las dos décadas posteriores.


    Por último, en 1978, en un periodo de relativa calma institucional, Giscard y Schmidt crearon juntos el Sistema Monetario Europeo para contrarrestar los efectos desestabilizadores del fracaso del Sistema Bretton Woods, cuando los tipos de cambio fijos se desintegraron en medio de la primera recesión profunda que tuvo lugar después de la guerra. Creado fuera del marco de la Comunidad, el SME fue una imposición de Francia y Alemania que contó con la oposición de la propia Comisión. Se intentó por primera vez controlar la volatilidad de los mercados financieros y se preparó el terreno para la implantación de una moneda única dentro del territorio de los Seis.


    Durante las tres primeras décadas posteriores a la guerra, por tanto, se mantuvo un modelo bastante uniforme. Las dos potencias continentales más fuertes, vecinos y antiguos enemigos, dirigieron el desarrollo institucional europeo en su búsqueda de intereses específicos pero convergentes. Francia, que conservó la superioridad militar y diplomática en todo momento, estaba decidida a amarrar a Alemania a un orden económico común que garantizara su propia prosperidad y seguridad, y que permitiera a la Europa occidental evitar la sumisión a los Estados Unidos. Alemania, que ya gozaba de superioridad económica a mediados de los cincuenta, no sólo necesitaba los amplios mercados de la Comunidad para sus industrias, sino que precisaba, además, el apoyo de Francia para regresar al Bloque Atlántico y culminar en un futuro el proceso de reunificación con la zona controlada por la Unión Soviética –que oficialmente todavía era Mitteldeutschland–. El socio dominante en esta época fue en todo momento Francia. Los funcionarios franceses concibieron la Comunidad del Carbón y del Acero original y diseñaron la maquinaria institucional del Mercado Común. El equilibrio entre París y Bonn se mantuvo hasta que el marco alemán se convirtió en el pilar de la zona monetaria europea.


    La historia de la alta política del eje francoalemán es mucho más antigua que la de los votantes en busca de bienes de consumo y prestaciones sociales. Pero aunque no demuestra la primacía de los intereses domésticos ni, como es natural, la simetría de los electorados nacionales –los demás estados miembros no alcanzaron ni de lejos la importancia de estas dos potencias–, sí parece confirmar la inmensa importancia que Milward atribuye a las relaciones estrictamente intergubernamentales en la historia de la integración europea. Sin embargo, un somero análisis de las instituciones de la Comunidad que surgió de este proceso revela una deficiencia muy llamativa. Para imponer una unión de aduanas, aunque tenga un fondo agrícola, no se necesita una comisión supranacional con poderes de dirección ejecutiva, un alto tribunal con potestad de anular las leyes nacionales, un Parlamento con derechos nominales de enmienda y revocación. Los objetivos domésticos concretos que, según Milward, impulsaron la integración podrían haberse cumplido con ayuda de un marco más sencillo –una estructura que De Gaulle habría visto con mejores ojos si hubiera llegado al poder un año antes; algo similar a lo que se puede encontrar en la actualidad en las Américas, tanto en la del Norte como en la del Sur–. La maquinaria real de la Comunidad no se puede entender sin el concurso de otra fuerza.


    Me refiero, por supuesto, a la visión federalista de una Europa supranacional que desarrollaron Monnet y su círculo, el pequeño grupo de tecnócratas que concibieron la CECA original y que anticiparon muchos de los detalles de la CEE. Pocos personajes políticos modernos son tan difíciles de estudiar como Monnet, como observa Milward en el par de páginas que le dedica de mala gana. Sin embargo, después de que Milward escribiera su obra, apareció la excelente biografía de François Duchêne, que aporta muchos datos nuevos sobre esta figura. En esta obra perspicaz y elegante, que no resta importancia a las anomalías de la carrera de Monnet, Duchêne perfila un fascinante retrato del «padre de Europa».


    La reserva provinciana y la corrección que rodean a este personaje son bastante engañosas. Monnet es una figura más cercana al mundo de André Malraux que al de George Duhamel. Este atildado hombrecillo de Charente fue un aventurero internacional de primer orden que hizo malabarismos financieros y políticos a través de una serie de espectaculares apuestas, que comenzó con operaciones de aprovisionamiento durante la guerra y con fusiones de bancos, y terminó con los planes de unidad continental y los sueños de un directorio global. Monnet se hizo con los mercados del brandy canadiense y organizó el suministro de trigo de los Aliados; emitió bonos en Varsovia y Bucarest, y luchó con Giannini en San Francisco; liquidó el emporio de Kreuger en Suecia y consiguió créditos ferroviarios para T.V. Soong en Shanghai; fundó, en colaboración con Dulles, la empresa American Motors en Detroit y negoció con Flick para vender material químico en la Alemania nazi… Éstos eran los círculos en los que se movía el hombre que después de la guerra se convertiría en el Commissariat au Plan, presidente de la Alta Autoridad, Compañero de Honor y primer Ciudadano de Europa.


    Para hacerse una idea de cómo era la vida de Monnet durante el periodo de entreguerras, una vida que sólo se puede vislumbrar de un modo parcial, lo mejor es analizar su matrimonio. En 1929, cuando Monnet se encontraba en Milán, arreglando una emisión de bonos a instancias de John McCloy, se enamoró de una mujer que acababa de casarse con uno de sus empleados italianos. En la Italia de Mussolini el divorcio estaba prohibido, y dos años después la pareja de recién casados tuvo un hijo. El marido –y padre– se oponía a anular el matrimonio y el Vaticano también. En 1934, Monnet había trasladado su base de operaciones a Shanghai. Desde allí, un buen día viajó hasta Moscú en el transiberiano para encontrarse con su amada, que había llegado a Rusia desde Suiza, dónde había obtenido la ciudadanía soviética de la noche a la mañana y había anulado su matrimonio. La pareja se casó con el consentimiento de las autoridades de la URSS. La novia, católica devota, prefirió esta transacción tan insólita –explicaba Monnet– a las degradantes oficinas matrimoniales de Reno. Monnet no entendía que el gobierno de Stalin se hubiera prestado a este arreglo. Eran tiempos de tensión, un mal momento para casarse: quince días después Kirov fue asesinado. Más tarde, cuando el exmarido italiano y repudiado intentó recuperar a su hija de cuatro años en Shanghai, Madame Monnet buscó refugio en el consulado soviético de esta ciudad, una oficina bastante famosa en la historia de la Comintern. A finales de 1935, Monnet se trasladó a Nueva York. Allí, su esposa, que todavía se encontraba en posesión de un pasaporte soviético, obtuvo la ciudadanía americana en un cupo turco. Esta historia parece sacada de El tren de Estambul o El expreso de Shanghai.


    Cosmopolita como buen financiero internacional, Monnet se mantuvo, sin embargo, leal a su patria y, desde el estallido de la Segunda Guerra Mundial hasta la finalización del conflicto, trabajó incansablemente en favor de la victoria de su país y de los Aliados en París, Londres, Washington y Argel. No es de extrañar que en 1945 De Gaulle pensara en él para dirigir la nueva comisión de planificación de Francia. Milward afirma con razón que el organizador del Plan de Modernización y Equipamiento fue «uno de los principales impulsores de la recuperación del Estado-nación francés»8. Pero no fue el único que contribuyó al desarrollo de esta empresa. Lo que diferenciaba a Monnet de los demás fue la rapidez y el descaro con que presentó su proyecto cuando surgió la ocasión. Su oportunidad llegó a finales de 1949, cuando Acheson le pidió a Schuman que trazara una política francesa coherente en relación con Alemania, un problema que el Ministerio de Exteriores no sabía cómo resolver. Fue la solución de Monnet –un fondo común supranacional de recursos siderúrgicos y mineros– la que puso en marcha el proceso de la integración europea. El modelo institucional de la CEE que se creó ocho años después era el descendiente directo de la CECA que había diseñado el equipo de Monnet en 1950.


    Como observa Milward, es indudable que las iniciativas que Monnet puso en marcha en estos años le debían mucho al estímulo de los americanos. La ventaja decisiva de Monnet como operador político a través de las fronteras europeas era la íntima relación que mantenía con la elite política de los Estados Unidos –no sólo con los hermanos Dulles, sino también con Acheson, Harriman, McCloy, Ball, Bruce y otros–, una relación fraguada durante sus años en Nueva York y Washington, época profusamente documentada por Duchêne. Sus conexiones con las más altas esferas del poder de la potencia hegemónica del momento eran únicas y, para muchos de sus compatriotas, un motivo de desconfianza, pues se preguntaban hasta qué punto el fervor europeísta de Monnet era una actitud dictada por sus patronos americanos, encuadrada en el marco estratégico del Plan Marshall, una pregunta que los historiadores se han repetido desde entonces en numerosas ocasiones.


    Lo cierto es que la interconexión estructural era muy estrecha. Es posible que después de la guerra Monnet empezara a pensar en la integración a raíz de los debates que surgieron en los EEUU, y está claro que sus logros posteriores dependieron de forma crucial del apoyo norteamericano. Pero su inspiración política era de otra índole. La política americana estaba impulsada por el incansable afán de lograr los objetivos de la Guerra Fría. Se necesitaba una Europa occidental fuerte, que actuara como baluarte contra la agresión soviética en la vanguardia de la batalla mundial contra la subversión comunista, cuyos frentes periféricos se encontraban en Asia –desde Corea, en el norte, a Indochina y Malasia en el sur, donde Francia y Gran Bretaña mantenían a raya al enemigo.


    Por extraño que parezca, Monnet permaneció impasible frente a estos problemas. En Francia, se llevaba bien con los líderes de la CGT después de la liberación. Consideraba que la guerra colonial de Indochina, financiada por Washington, era un conflicto «absurdo y peligroso»; temía que la Guerra de Corea desencadenara la presión de los americanos a favor de un incremento del rearme alemán hasta tal punto que la opinión pública francesa rechazara la soberanía compartida que contemplaba el Plan Schuman; pensaba que la obsesión occidental por la amenaza soviética era una distracción. Todavía en 1950, le confesaba al editor de The Economist que el propósito primigenio de la CECA había sido «la creación de un grupo neutralizado en Europa –si Francia no tenía necesidad de temer a Alemania, tampoco debía albergar otros temores, i. e., temer a Rusia»9. La tarea más importante era construir una Europa moderna y unida, capaz de establecer a largo plazo una asociación independiente con Estados Unidos. «Transformaremos nuestras arcaicas condiciones sociales», escribió en 1952, «y nos reiremos del miedo que le tenemos ahora a Rusia»10. El poder americano establecía los límites de toda actuación política en Europa, y Monnet sabía trabajar con los americanos mejor que nadie. Pero tenía un proyecto propio divergente de las intenciones de EEUU.


    ¿De dónde había salido este proyecto? Monnet había sobrevivido a dos conflictos europeos devastadores y su objetivo primordial era impedir que surgiera otro. Pero esta preocupación, común a toda su generación, no dio lugar a un federalismo generalizado. En parte porque las pasiones de la Guerra Fría se impusieron rápidamente a las lecciones de la Guerra Mundial, que fueron desplazadas o comprimidas por un nuevo conjunto de prioridades para las elites políticas de la Europa occidental. Monnet albergaba otros sentimientos. A lo largo de su carrera había dirigido numerosos proyectos financieros y, como era un hombre sin raíces, independiente de cualquier fuerza social o frontera nacional estable, podía adoptar una perspectiva psicológica diferente de la opinión convencional que defendían los de su clase. Como señala Duchêne, la gente pensaba que Monnet «carecía de valores políticos», porque no se preocupaba demasiado por «las luchas por la igualdad económica derivadas de la Revolución francesa o la rusa»11. Esta relativa indiferencia –que no debe confundirse con la insensibilidad– le permitía actuar de forma imaginativa, más allá de los presupuestos del sistema interestatal en el que se lidiaban estas batallas.


    Aunque se sentía orgulloso de su país, Monnet no se encontraba comprometido con el marco del Estado-nación. Se declaraba contrario a que Francia utilizara las armas nucleares como fuerza disuasoria e intentó persuadir a Adenauer de que firmara el Tratado francoalemán. Desde la fundación de la CECA, trabajó sistemáticamente en pos de objetivos supranacionales de alcance europeo. En un principio se mostró poco entusiasta ante la idea de crear la CEE, una iniciativa ajena, pues pensaba que un Mercado Común era un proyecto «poco concreto» –la doctrina del libre comercio tampoco le convencía demasiado–. Milward concede mucha importancia al hecho de que, paradójicamente, Monnet subestimara el valor potencial de la unión de aduanas para la integración, pero la pregunta que éste planteó en 1955 –¿es posible un Mercado Común sin políticas sociales, monetarias y macroeconómicas federalistas?12– es todavía la cuestión fundamental a la que se enfrenta la Unión Europea cuarenta años después. El orden de las palabras en esta pregunta resulta muy elocuente. Aunque era banquero de profesión, Monnet no era partidario de las teorías económicas conservadoras. Siempre buscó el apoyo de los sindicatos para desarrollar sus planes y en sus últimos años expresó incluso sus simpatías por el movimiento estudiantil de 1968, cuya denuncia de la injusticia social representaba a «la causa de la humanidad»13.


    Por otra parte, Monnet era una figura ajena al proceso democrático en su acepción convencional. Nunca se dirigió a una multitud ni se presentó a unas elecciones. Evitaba cualquier contacto directo con el electorado y se limitaba a trabajar exclusivamente con las elites. A juicio de Milward, que está convencido de que la integración europea surgió del consenso popular en cada Estado-nación, expresado a través de las urnas, esto bastaría para condenar a Monnet, tan irrelevante, a su juicio, como el federalismo en general. Sin embargo, resulta mucho más verosímil extraer la lección opuesta: la carrera de Monnet es el símbolo más auténtico de la naturaleza dominante del proceso que ha conducido a la Unión actual, pues el pueblo no participó efectivamente en este proceso hasta el referendo británico de 1976.


    Es cierto que se alcanzaron mayorías parlamentarias y se cuadraron los intereses colectivos: los grupos alarmistas pudieron presionar y los diputados recalcitrantes expresaron su opinión. Pero nunca se llegó a consultar al electorado. La idea de Europa apenas se mencionó en las elecciones que auparon al poder en Francia al Frente Republicano en enero de 1956 –el caballo de batalla en esa ocasión fue el conflicto argelino y el magnetismo de Poujade–. Pero el punto crucial que en última instancia cambió el destino de la CEE fueron los votos en la Asamblea Nacional de doce diputados del SFIO que se habían negado a aprobar el Tratado constitutivo de la CED en respuesta a la atmósfera imperante después del episodio de Suez. He aquí la tesis más débil de la teoría de Milward. El fundamento democrático que atribuye al proceso de integración es bastante teórico. No hubo oposición popular a los planes que se diseñaron y se debatieron en las altas esferas, sólo un asentimiento pasivo. En su obra más reciente, el propio Milward está a punto de reconocerlo. Como afirma Duchêne: «No fue una situación revolucionaria y los votantes no fueron un motor ni un freno»14.


    Pero si esto fue así, ¿cómo pudieron Monnet y sus socios influir hasta tal punto en los pactos entre cancillerías? El resultado de la integración europea no fue tan descaradamente intergubernamental como implicaría una lógica neorrealista –no fue, en otras palabras, un marco como el que, pongamos por caso, Mendès-France o De Gaulle (o, después, Thatcher o Major) habrían aprobado– por dos motivos distintos. En primer lugar, las naciones más pequeñas de los Seis eran partidarias de una solución federalista. Los países de Benelux, cuya unión aduanera ya había sido aprobada en el exilio en 1943, sólo podían aspirar a ejercer una influencia significativa en Europa en un marco supranacional. Fueron dos ministros de Exteriores de Benelux –el holandés Beyen y el belga Spaak– los que movieron las piezas clave que desembocaron en las negociaciones definitivas del Tratado de Roma. Beyen, que de hecho fue el primero que propuso la creación de un Mercado Común, no era un político electo, sino un antiguo ejecutivo de Philips y director de Unilever que había saltado directamente del FMI al gobierno holandés. Milward olvida por un momento sus críticas a Monnet y le reconoce su valía.


    Con todo, existe un segundo factor importante que contribuyó a que la balanza se inclinara del lado federalista. Me refiero, por supuesto, a los Estados Unidos. El poder de Monnet como arquitecto de la integración no residía en su autoridad sobre los gobiernos europeos –aunque al final consiguió ganarse la confianza de Adenauer–, sino en su conexión directa con Washington. La presión americana en la época de Acheson y Dulles fue crucial en la materialización de una fuerza real –no una mera fuerza ideal– que hiciera realidad la noción de «la unión más grande de la historia» que consagraría el Tratado de Roma. En la medida en que Milward tiende a restar importancia al papel de los Estados Unidos, se le puede acusar de falta de realismo.


    Por otra parte, la política norteamericana pone de relieve el último postulado de Milward. Pues el constante patrocinio americano, que en momentos cruciales se convirtió en presión, a favor de una integración europea de gran alcance no concordaba con los intereses o las exigencias del electorado de ningún país importante. Los votantes norteamericanos no intervinieron en ningún momento en las decisiones que se tomaron. Aún más significativo es que cuando la Secretaría de Hacienda, el Departamento de Agricultura y la Reserva Federal manifestaron su preocupación por el aumento del potencial de competitividad económica de una Europa occidental más unificada, equipada con una tarifa externa común, la Casa Blanca y el Departamento de Estado les ignoraron por completo. Los imperativos político-militares americanos en la batalla global contra el comunismo siempre tuvieron prioridad sobre los cálculos económicos. Eisenhower le comunicó a Pineau que la aprobación del Tratado de Roma sería «uno de los días más importantes de la historia del mundo libre, quizá más feliz todavía que el día de la victoria»15. Unas palabras cargadas de significado en boca del comandante supremo de las fuerzas aliadas.


    Milward explica con claridad meridiana cuáles eran las prioridades de EEUU, y las define con su mordacidad habitual. Pero no es consciente de que plantean un problema teórico dentro de su marco interpretativo. En América, al menos, no existía una continuidad entre las prioridades nacionales y los objetivos internacionales. El conflicto entre estas dos dimensiones políticas era evidente. ¿Es el caso de América una excepción sin equivalente en Europa? El propio Milward demuestra que no, pues, después de todo, uno de los países más importantes de la Europa occidental se salió del camino de la integración.


    ¿Por qué motivo se empeñaba el Reino Unido, bajo gobiernos laboristas y conservadores, en rechazar la lógica de los Seis? Es indudable que el consenso doméstico que había favorecido el aumento del nivel de vida, basado en la garantía del pleno empleo y en el Estado del bienestar, era aún más pleno en Gran Bretaña que en Francia o Italia, donde todavía existían partidos comunistas de masas muy intransigentes, o que en Alemania, con sus esforzados paladines del liberalismo económico. En el tablero de las principales fuerzas políticas no había ningún equivalente inglés a Marty o Erhard; y en el vocabulario de la Europa continental tampoco existían expresiones como «Butskellism». Si el impulso de la integración hubiera sido la búsqueda popular de la seguridad socioeconómica, codificada a través de un enérgico consenso nacional, ¿no debería haber sido la Gran Bretaña de Attlee o de Macmillan uno de los elementos destacados en este proceso?


    Aunque Milward enumera algunos rasgos de la configuración económica del Reino Unido que le diferenciaban en cierta medida de los Seis –la estructura de las subvenciones agrícolas, el papel de la libra esterlina, la importancia de los mercados de la Commonwealth–, no argumenta que, teniendo en cuenta estos factores, lo lógico era que Gran Bretaña permaneciera fuera de Europa. Por el contrario, considera que «la negativa a firmar los Tratados de Roma fue un grave error»16. Según Milward, este error se debió a que la clase política británica, arrogante y provinciana, se aferraba a la creencia de que el Reino Unido era «todavía, en cierto sentido, una gran potencia cuya política exterior tenía que reflejar esa posición». Parece ser que Harold Macmillan les confesó a sus amigos más cercanos que los culpables de las tendencias supranacionales de la Comisión Europea eran «los judíos, los planificadores y el viejo elemento cosmopolita», un comentario que destilaba una tremenda ignorancia del mundo que le rodeaba17.


    De la detallada explicación de Milward se desprende que durante los quince años posteriores a la guerra la política británica en relación con la integración europea estuvo en manos de unos gobernantes que anteponían la apreciación –correcta o incorrecta– del prestigio y el poder político a la estimación de los resultados económicos. El desajuste que existe entre este modelo y el marco general de The European Rescue of the Nation-State es demasiado evidente para que a Milward le pase inadvertido. En un tono más vacilante que el acostumbrado, Milward ofrece una ingeniosa explicación: como la crisis en el Estado británico fue durante la guerra y el periodo de entreguerras menos aguda que en el continente, «la búsqueda de un nuevo consenso después de 1945 fue más limitada», y –a pesar de las apariencias– el resultado fue «quizá más débil». Y prosigue de este modo: «La prosperidad que trajo también fue más limitada y al final el Reino Unido acabó criticando el consenso de la posguerra, que no le había beneficiado tanto como a los demás»18.


    Quizá aquí asome fugazmente la posibilidad de una revisión provocadora de Road to 1945, de Paul Addison. Sin embargo, el presupuesto que subyace a esta explicación sigue siendo que el grado de consenso social marcó el ritmo del crecimiento económico y el destino de la política europea. No obstante, el término «consenso» es bastante escurridizo, notorio por su cercanía al eufemismo, y, más que definir una voluntad democrática, la expresa. Su uso se limita a las elites; les encanta nombrarlo. En este sentido, es cierto que había un consenso en Gran Bretaña y –con permiso de Milward– un consenso singularmente fuerte: pero tenía poco o nada que ver con los votantes.


    Si la argumentación de Milward cae en la exageración, es debido a un impulso político muy atractivo. El apego radical y humano por los logros del Estado del bienestar de la posguerra –los avances materiales en la vida de la gente corriente que trajo consigo– es un motivo subyacente de su obra. Si estos logros fueron el resultado de las opciones democráticas que se defendieron en el marco del Estado-nación, ¿no se podría atribuir a estas mismas presiones el mérito de haber impulsado nuevas formas de cooperación entre estados? Si uno cae en la tentación de realizar esta maniobra, el resultado es un socarrón híbrido heurístico, lo que podríamos llamar, forzando el oxímoron, un populismo diplomático. Pero aunque Milward cede a esta tentación debido a un rasgo de su temperamento radical, otra cualidad de su carácter –la inflexible intolerancia ante cualquier tipo de gazmoñería– le refrena una y otra vez.


    Así, en su obra más reciente adopta un tono menos categórico. «Los votos y los votantes», reconoce, «son menos importantes de lo que pensábamos en nuestra hipótesis original»19. En lugar de apoyarse en la teoría del consenso, Milward propone ahora que la noción clave para entender la integración europea es la lealtad –«todos los elementos que inducen a los ciudadanos a depositar su confianza en las instituciones de gobierno»20–. La sustitución resulta muy saludable. Comparado con el consenso, una emulsión democrática, la lealtad es una medicina más tradicional y consistente. El molde feudal del nuevo término que recomienda Milward como solución capaz de integrar las distintas fuerzas implicadas en la aparición de la Comunidad es más apropiado. No alude a la participación cívica, sino a la adhesión tradicional: obediencia a cambio de beneficios; Hobbes en lugar de Rousseau. Un concepto más próximo a la realidad occidental.


    «El único argumento en defensa del gobierno nacional desde 1945», señala Milward, «es que ha representado la voluntad popular mejor que en el pasado, aunque lo haya hecho de forma parcial e imperfecta. Ésta es, a nuestro juicio, la razón histórica de su supervivencia» –una supervivencia que, sin embargo, juzga «afinada y equilibra-da»21–. ¿Ha puesto a salvo la consolidación de la integración europea al Estado-nación? En modo alguno. Puede que el rescate no sea más que un indulto temporal. A pesar de la promesa del título del libro más importante de Milward, la obra concluye con una afirmación que parece una retractación: «La fuerza de la Comunidad Europea» reside, a fin de cuentas, «en la debilidad del Estado-nación»22.


    Si esta afirmación contraria no alcanza la armonía, pues la riqueza histórica de la obra de Milward excede su esquema teórico, es en parte porque en su obra posterior el autor lleva a cabo una selección temática, en lugar de la narración sistemática de sus obras anteriores. Como no sigue simultáneamente la trayectoria de las distintas fuerzas que en un principio reconoce que intervinieron en el proceso de integración, la contribución relativa de cada una no puede ser juzgada en los mismos términos. Una narración de esas características no se puede realizar hasta que se pueda acceder a los archivos con total libertad. A falta de documentación, ¿qué conclusiones provisionales podemos extraer?


    Se puede considerar que al menos cuatro fuerzas primordiales impulsaron el proceso de integración. Aunque tenían algunos objetivos comunes, sus intereses fundamentales estaban bastante diferenciados. El principal propósito del círculo federalista agrupado alrededor de Monnet era crear un orden europeo inmune a las catastróficas guerras nacionalistas que habían devastado el continente en dos ocasiones, entre 1914 y 1917, y entre 1939 y 1945. El fin último de los Estados Unidos era crear un poderoso baluarte en la Europa occidental para contener a la Unión Soviética y salir victoriosos de la Guerra Fría. El objetivo clave de los franceses era maniatar a Alemania con ayuda de un pacto estratégico que convirtiera a París en el primus inter pares al oeste del Elba. La principal preocupación de Alemania era recuperar y consolidar la categoría de potencia y mantener abierta la perspectiva de la reunificación. El nexo de unión de estos cuatro programas era –y aquí Milward tiene, por supuesto, toda la razón– el interés común de todas las partes de garantizar la estabilidad económica y la prosperidad de la Europa occidental como condición para alcanzar el resto de los objetivos.


    Esta constelación funcionó hasta finales de los sesenta. En el transcurso de la década siguiente se produjeron dos cambios significativos. El primero fue un intercambio de papeles en el mundo anglosajón. La tardía entrada del Reino Unido implicó la incorporación a la Comunidad de un nuevo Estado con un peso simbólico comparable al de Francia y Alemania occidental; mientras que, por otra parte, los EEUU se retiraron a una posición más vigilante cuando Nixon y Kissinger se dieron cuenta de que la Europa occidental podía llegar a convertirse en una gran potencia rival. El segundo cambio fue todavía más esencial. Las políticas económicas y sociales que en un principio habían unido a los Seis durante el boom de la posguerra se desintegraron con el inicio de la recesión económica. Como consecuencia de ello la actitud oficial en relación con la hacienda pública, los niveles de desempleo, la Seguridad Social y las reglas de la competencia dio un giro radical que fijó los criterios que se adoptarían en los ochenta.


    Así, la última medida eficaz para la integración que se ha tomado hasta la fecha, el Acta Única Europea de 1986, sigue una pauta relativamente diferente de la de las anteriores, aunque mantiene la continuidad. La creación de un mercado interior fue una iniciativa de Delors, un federalista convencido que acababa de tomar posesión de la presidencia francesa de la Comisión. A escala gubernamental, el cambio decisivo fue, como recalca Milward con acierto, la conversión del régimen de Mitterrand a la disciplina liberal ortodoxa a instancias de Delors –una decisión tomada poco después de que Kohl diera el giro hacia la derecha que le aupó al poder en Alemania–. Esta vez, sin embargo, una tercera potencia desempeñó un papel de cierta importancia: Thatcher respaldó la liberalización de los mercados financieros, pues pensaba que las compañías aseguradoras y los bancos británicos podían alcanzar importantes beneficios con esta medida, y, en Bruselas, Cockfield perfeccionó la dimensión administrativa del proyecto.


    La prominencia de los miembros de la Comisión que protagonizó este episodio reflejaba un cambio en el equilibrio de las fuerzas institucionales de la Comunidad, que la propia Acta alteró con la introducción –la restitución, mejor dicho– del voto por mayoría cualificada en el Consejo de Ministros. Por otra parte, la impronta francesa en la maquinaria protofederal de Bruselas nunca fue tan marcada como en la época de la presidencia de Delors, aunque París y Bonn conservaron una hegemonía tradicional en la maraña de relaciones intergubernamentales. Después de treinta años, el resultado de este proceso de integración es el extraño conglomerado institucional de la Unión actual, formado por cuatro partes desconectadas.


    La Comisión Europea de Bruselas, el organismo más visible para la opinión pública, hace las veces –por así decir– de «ejecutivo» de la Comunidad. La Comisión es un cuerpo formado por funcionarios designados por los gobiernos de los estados miembros, encabezado por un presidente que cobra un salario considerablemente más elevado que el del inquilino de la Casa Blanca, pero que, sin embargo, dirige un equipo burocrático más reducido que el de muchos municipios y controla un presupuesto ligeramente superior al 1 por ciento del PIB del territorio. Estos ingresos, además, no los recauda la Comisión, que carece de poder directo de tributación, sino los estados miembros. Existe una cláusula en el Tratado de Roma –el sueño de los conservadores norteamericanos– que prohíbe a la Comisión tener déficit. Los fondos de los que dispone este organismo se dedican sobre todo a la Política Agrícola Común, una política a la que se le profesa una devoción exagerada dentro y fuera de Europa –las subvenciones agrícolas en Estados Unidos y en Canadá no son mucho más bajas que las europeas, y las de Japón son mucho más altas–. También se destina cierta cantidad a los «Fondos estructurales» para ayudar a las regiones desfavorecidas y a las áreas urbanas con industrias en decadencia. La Comisión se dedica a administrar este presupuesto, a promulgar directivas reguladoras y nuevas leyes, al ser el único organismo que tiene derecho a poner en marcha la legislación europea. Las deliberaciones de la Comisión son confidenciales.


    En segundo lugar se encuentra el Consejo de Ministros –un nombre totalmente equívoco para definir a una serie de reuniones intergubernamentales paralelas entre los ministros de cada Estado miembro, que abarcan diferentes áreas políticas (unas treinta en total)–. Las decisiones del Consejo equivaldrían a la función legislativa de la Comunidad: una cabeza de Hidra reunida en sesión casi permanente en Bruselas, que delibera en secreto y toma una serie de decisiones que en realidad se arreglan a escala burocrática a un nivel inferior del de los propios ministros reunidos, decisiones inapelables y vinculantes para los parlamentos nacionales. Desde 1974 esta estructura la encabeza el llamado Consejo Europeo, formado por los jefes de gobierno de los estados miembros, que se reúne como mínimo dos veces al año y establece la política general del Consejo de Ministros.


    En tercer lugar, encontramos el Tribunal de Justicia de la Unión Europea de Luxemburgo, integrado por jueces nombrados por los estados miembros, que se pronuncian en relación con la legalidad o ilegalidad de las directivas de la Comisión, y en relación con los conflictos que puedan surgir entre la Unión y el derecho de cada nación. Con el paso del tiempo el Tribunal ha acabado utilizando el Tratado de Roma como una especie de Constitución europea. A diferencia del Tribunal Supremo de los EEUU, en el Tribunal Europeo no se registran las votaciones y nunca se producen discrepancias. Las opiniones de los distintos jueces son un misterio insondable.


    Por último, está el Parlamento Europeo, formalmente el «elemento popular» de este complejo institucional, el único cuerpo electivo. Sin embargo, contraviniendo el Tratado de Roma, esta asamblea no posee un sistema electoral común: no tiene una sede permanente –deambula como un vagabundo entre Estrasburgo, Luxemburgo y Bruselas–; carece de competencias tributarias; no controla los fondos –se limita, sencillamente, a votar a favor o en contra del presupuesto general de la Comunidad–; no puede opinar acerca de los nombramientos de cada miembro del ejecutivo, sólo amenazar in extremis con negarse a aprobar la Comisión en su conjunto; no tiene potestad para introducir leyes, sólo la facultad de aprobarlas o vetarlas. En todos estos sentidos, actúa como un aparato de gobierno más ceremonial que legislativo, una fachada simbólica bastante similar a la de la monarquía británica, por ejemplo.


    El resultado institucional de la integración europea es, por tanto, una unión aduanera con una estructura supranacional que no llega a ser ejecutiva, pues no dispone de la maquinaria necesaria para imponer las decisiones que toma; un consejo que no llega a ser una asamblea legislativa, que celebra sesiones ministeriales intergubernamentales, a salvo de cualquier descuido nacional, y que funciona como una especie de cámara alta; un tribunal que no llega a ser una corte suprema y que actúa como el guardián de una Constitución inexistente; una cámara baja pseudolegislativa con estructura de Parlamento, impotente en gran medida, que sin embargo es el único cuerpo electivo, responsable, en teoría, ante el pueblo europeo. Todo ello superpuesto a un conjunto de estados-nación que deciden sus políticas fiscales, sociales, militares y exteriores. Desde finales de los años ochenta esta suma de arreglos, nacida bajo el signo de la provisionalidad y la improvisación, fue adquiriendo la respetable aura de la inercia.


    En los noventa, sin embargo, tres cambios trascendentales aparecieron en el panorama político en el que se enmarca este complejo. La desaparición del Bloque Soviético, la reunificación de Alemania y el Tratado de Maastricht han puesto en marcha una serie de procesos cuya magnitud sólo puede compararse con el fin de la guerra. Todo parece indicar que la Unión Europea se convertirá en los próximos años en el escenario de una extraordinaria conjunción de procesos divergentes: la transición hacia una unión monetaria europea; la recuperación de la hegemonía continental por parte de Alemania; y la competencia entre los países excomunistas que quieren incorporarse a la Unión. ¿Se puede realizar alguna predicción acerca de los resultados de un proceso protagonizado por un metabolismo de esta envergadura?


    En esta encrucijada histórica lo mejor es reconsiderar la labor de Monnet y su círculo. Históricamente, la construcción estatal ha seguido tres líneas principales. Una de ellas es el crecimiento gradual, sin planificar, orgánico de la autoridad gubernamental y del territorio, como ocurrió, por ejemplo, en la Francia tardomedieval o en la Austria moderna, cuyos arquitectos pensaban poco o nada en los objetivos a largo plazo. Un segundo camino es la imitación consciente de un modelo preexistente, como sucedió en la Europa del siglo xviii, cuando prusianos y piamonteses decidieron emular el absolutismo francés. Una tercera vía, históricamente posterior, es la innovación revolucionaria deliberada –la creación de formas estatales completamente nuevas en un periodo de tiempo comprimido bajo la presión de levantamientos populares –como en el caso de la Revolución rusa y la americana– o del impulso de las elites, como sucedió en el Japón Meiji.


    El proceso de construcción estatal que pusieron en marcha los «emprendedores» –este término, que tanto alarmaba a Burke, se puede considerar un homenaje a él– de la Europa federal no siguió ninguno de estos caminos. No existía ningún antecedente histórico. Aunque fue un proceso diseñado de forma totalmente consciente desde sus orígenes, los responsables no imitaron otro modelo ni fue un proyecto de alcance total; no perseguía unos objetivos inmediatos, sino muy lejanos. Fue una combinación totalmente novedosa: una construcción política de corte extremadamente voluntarista, muy poco sistemática desde el punto de vista práctico y, sin embargo, de muy largo alcance. Monnet confiaba en lo que definía como «un desequilibrio dinámico», y la estrategia que adoptó fue la de una totalización gradual, que condujera a un objetivo sin precedentes hasta aquel momento: una federación supranacional democrática. Monnet era consciente de las implicaciones de este proyecto: «Hemos iniciado un proceso de reforma continua que influirá en el mundo de mañana de forma más duradera que los principios de la revolución, tan extendidos fuera de Occidente»23. Uno de los grandes méritos de la biografía de Duchêne es que intenta calibrar de un modo muy inteligente la magnitud de esta innovación que no fue ni una conquista, ni un ajuste, ni un levantamiento, y la define como «el fenómeno más insólito de la historia, un cambio de régimen estudiado»24. Una formulación sorprendente que, sin embargo, exagera y subestima al mismo tiempo el hallazgo de Monnet. Los cambios fueron más improvisados que estudiados; pero estaba en juego algo más que un régimen.


    Retrospectivamente, ¿quién puede negar la genialidad de esta concepción del avance político? Es como si las ambiciones de Napoleón se pudieran combinar con los métodos de Taaffe. Por otra parte, hubo que pagar un precio específico. Aunque todos los proyectos históricos están sujetos a la fatalidad de las consecuencias inesperadas, cuanto más deliberados son, más pronunciado suele hacerse el abismo. La «construcción de Europa» que pusieron en marcha Monnet y su círculo era una empresa de un alcance y una complejidad sin igual, que, sin embargo, casi siempre ha dependido de las deslucidas medidas institucionales y de un respaldo social limitado. Históricamente, estaba condenada a un destino inevitable: una pauta recurrente de consecuencias que frustraron y desbarataron las intenciones de sus arquitectos.


    El desconcierto ha sido constante y se ha prolongado hasta nuestros días. En los años cincuenta, la Euratom de Monnet se convirtió en el Mercado Común; los esfuerzos para lograr una unión supranacional desembocaron en un consorcio intergubernamental liderado por el estadista que más se oponía a los principios de Monnet: De Gaulle. El general pensaba, a su vez, que la postura procedimental que había mantenido en los años sesenta sería un obstáculo infranqueable para las pretensiones burocráticas de la Comisión –que en realidad las abandonó por completo en los setenta–. En los ochenta, la señora Thatcher estaba convencida de que el Acta Única Europea contribuiría a la imitación y la ampliación de la liberalización del mercado interno que ella había defendido en el Reino Unido, pero se encontró, para su sorpresa, con la implantación de la moneda única, que tanto detestaba. Todavía mantenemos las esperanzas de Jacques Delors. ¿Hay alguna posibilidad de que su destino varíe en los noventa?


    II


    El día de Año Nuevo de 1994, Europa –por metonimia– cambió de nombre. Las doce naciones que integraban la Comunidad adoptaron el título de Unión, aunque, como sucede con los matrimonios españoles, el nuevo apellido no sustituyó al antiguo, sino que se sumó al anterior. ¿Se ha producido algún cambio sustancial? De momento, poco ha cambiado. El número de estados miembros ha ascendido hasta quince, con la incorporación de tres países que antes permanecían neutrales. Por lo demás, las cosas siguen como antes. La novedad, sin embargo, es que todo el mundo sabe que esto no va a durar. Por primera vez desde que terminara la guerra, Europa espera con ilusión una serie de cambios importantes, aunque todavía imponderables, que afectan a la parte que representa al todo. Los tres más importantes dominan el horizonte.


    El primero, por supuesto, es el Tratado de Maastricht. Podemos dejar a un lado algunas cláusulas retóricas, la de la vaguedad de las votaciones relacionadas con la política exterior y la defensa, la protección ineficaz de los derechos sociales, e incluso ignorar las afables enmiendas a las relaciones institucionales dentro de la Comunidad. Lo más importante del Tratado es el compromiso de los estados miembros, con la excepción de Inglaterra y Dinamarca, de introducir una moneda única, bajo la autoridad de un único Banco Central, a partir de 1999. Esta medida implica un avance irreversible de la UE hacia una federación real. Los gobiernos nacionales perderán el derecho a emitir dinero o a alterar los tipos de cambio, y sólo se les permitirá variar los tipos de interés y los préstamos públicos dentro de unos límites muy estrictos, bajo la amenaza de sanciones que impondrá la Comisión si vulneran las directivas del Banco Central. Cada uno de los estados miembros podrá fijar los impuestos según su criterio, pero se prevé que la movilidad del capital en el mercado único asegurará la aparición gradual de denominadores fiscales comunes. La unión monetaria europea representa el fin de los más importantes atributos de la soberanía económica nacional.


    En segundo lugar, Alemania se ha reunificado. La creación del Mercado Común original se basaba en el equilibrio entre los dos países más grandes de los Seis, Francia y Alemania –éste con un mayor peso económico y una población ligeramente inferior,

    y aquél con un mayor peso militar y diplomático–. Después, se incorporaron por los flancos Italia y Gran Bretaña, dos estados a grandes rasgos similares demográfica y económicamente. Este equilibrio empezó a quebrarse en los años ochenta, cuando el SME acabó pivotando en torno al marco, la única moneda que no había sufrido devaluación alguna. Una década después, la situación de Alemania ha experimentado una transformación cualitativa. Con una población de más de ochenta millones de habitantes, es ahora con diferencia el Estado más grande de la Unión, y no sólo ejerce un dominio monetario cada vez mayor, sino que además desempeña un papel institucional y diplomático mucho más destacado. Por primera vez en su historia, el proceso de integración europea se enfrenta ahora a la aparición de una potencia hegemónica con una capacidad desproporcionada, que puede repercutir en el resto de estados miembros.


    El tercer gran cambio se ha producido a raíz del fin del comunismo en los países antiguamente agrupados en torno al Pacto de Varsovia. La restauración del capitalismo al este del Elba ha transformado todavía más la posición de Alemania, pues le ha permitido recuperar su condición de Land der Mitte continental, un fenómeno anunciado reiteradamente por los teóricos conservadores, y ha restado importancia al armamento nuclear que Francia y Gran Bretaña poseían y que los alemanes no. Sin embargo, aún más importante es el deseo que en la actualidad han expresado prácticamente todos los países de la Europa del Este y algunos territorios exsoviéticos, de unirse a la UE. En la situación actual, la población total de los países candidatos ronda los 130 millones de habitantes. Su incorporación daría lugar a una Comunidad de más de medio billón de ciudadanos, casi el doble de la de Estados Unidos. Y, además, se duplicaría el número de estados miembros; de quince pasaríamos a treinta, lo cual tendría todavía consecuencias más importantes. Nos encontraríamos ante una configuración completamente nueva.


    Históricamente, estos tres grandes cambios se encuentran interrelacionados. En orden inverso, fue la caída del comunismo la que permitió la reunificación alemana que, a su vez, precipitó el Tratado de Maastricht. La onda sísmica se fue extendiendo desde el este hasta llegar al centro, y desde allí avanzó hacia el oeste de Europa. Pero cada uno de estos fenómenos tiene unas causas y unas consecuencias específicas. Los resultados de estos procesos no obedecen a una misma lógica. Es más: en una medida mayor que en cualquier otra fase previa de la integración europea, el impacto de cada uno de ellos es bastante incierto. Nos enfrentamos a una serie de indeterminaciones ex ante que, adoptando la expresión kantiana, podríamos definir como las tres anfibologías de la política Post Maastricht, y plantean unos dilemas mucho más problemáticos de lo que se suele pensar.


    El primer dilema lo plantea el propio Tratado. Sus orígenes se remontan al dinamismo de la presidencia de Delors al frente de la Comisión. Dos años después de garantizar la transición hacia el Acta Única Europea de 1986, Delors convenció al Consejo Europeo de la necesidad de fundar un comité integrado en su mayoría por los gobernadores de los Bancos Centrales, pero presidido por él mismo, para elaborar un informe sobre la posibilidad de instaurar una moneda única. El Consejo aceptó formalmente las recomendaciones de Delors en la primavera de 1989. Pero la repentina inestabilidad de la Alemania del Este incitó a Mitterrand a concertar un acuerdo con Kohl en la Cumbre de Estrasburgo en el otoño de ese mismo año, de modo que el proyecto recibió el respaldo decisivo del eje francoalemán. Thatcher, por supuesto, se negó de plano.


    Pero la vencieron otros estrategas más hábiles que ella, sobre todo los del régimen de la Europa continental al que menos predilección tenía, el de Roma. La desbordante seguridad en sí misma que muestra Thatcher en Los años de Downing Street se tambalea de un modo abrumador cada vez que la protagonista aborda el tema de Europa. Los títulos de los capítulos de su biografía hablan por sí solos. El habitual tono triunfal de «Islas Falkland: La victoria», «Desarmar a la izquierda», «Triplete», «Más que un programa, un modo de vida», «Enderezar el mundo», se interrumpe fugazmente y cede el paso a un tono de aflicción. Nos adentramos en el terreno de los «Jeux Sans Frontières» y de «Babel Express», el de la «combinación antibritánica de la retórica altisonante y el amiguismo político», un ámbito en el que «los jefes de gobierno analizan cuestiones que dejarían pasmados a los contables más competentes de la City», y «la complejidad de la política de la Comunidad Europea pone a prueba la capacidad intelectual y la lucidez de una»25.


    Este atípico gesto de humildad tiene su explicación. El tono de aflicción y desconcierto que emplea Thatcher revela que en cierto modo se sentía perdida. He aquí el leitmotiv de su explicación: «Cuando miro hacia atrás, ahora entiendo algo que en aquella época era incapaz de ver»26. Son muchos los acontecimientos que le inspiran este sentimiento de vergüenza retrospectiva. Un buen ejemplo es el de la cumbre del Consejo Europeo que se celebró en Milán en 1985, en la que se aprobó el sistema de voto por mayoría cualificada para el Acta Única Europea. «El signor Craxi no pudo ser más amable y razonable.» «Salí de la reunión pensando en lo fácil que había resultado exponer mis puntos de vista.» Pero he aquí que al día siguiente, «para mi estupefacción y mi ira, el signor Craxi convocó repentinamente una votación y el Consejo resolvió por mayoría crear una Conferencia Intergubernamental»27. Cinco años después, el precedente de Milán tuvo unas consecuencias funestas en Roma. En la Cumbre europea de octubre de 1990 fue Andreotti el que tendió la emboscada en la que Thatcher cayó de cabeza. «Como pasa siempre con los italianos, había que esforzarse mucho para distinguir la confusión de la astucia», escribe, quejosa. «Pero ni siquiera yo fui capaz de prever el curso que tomarían los acontecimientos»28. Una vez más, se le informó en el último minuto de que iba a celebrarse una votación para aprobar la celebración de una Conferencia Intergubernamental en la que se decidiría el tema todavía más controvertido de la unión política. Su reacción desmesurada ante la trampa de seda que le había tendido Andreotti acabó con ella. En Londres, tuvo que enfrentarse a las críticas de Geoffrey Howe, y en poco más de un mes tuvo que abandonar la presidencia. Es indudable que odiaba a sus colegas italianos cordialmente. Hasta tal punto que en su biografía llega a declarar: «Hablando en plata, si yo fuera italiana también preferiría que me gobernaran directamente desde Bruselas»29.


    Thatcher respetaba a Delors («inteligencia manifiesta, aptitud e integridad»), tenía predilección por Mitterrand («siento debilidad por el encanto francés») y soportaba a Kohl («un estilo de diplomacia todavía más directo que el mío»). Pero a Andreotti le temía, y le detestó desde el principio. En la primera cumbre del G-7, pocos meses después de acceder al poder, descubrió que


    parecía sentir una auténtica aversión por los principios; estaba convencido de que un hombre de principios estaba condenado a convertirse en una figura cómica. Concebía la política como las guerras del siglo xviii: una extensa y compleja sucesión de maniobras en la plaza de armas. Los ejércitos nunca participaban realmente en los conflictos, sino que se proclamaban vencedores, se rendían o se comprometían al dictado de sus fuerzas aparentes, con el fin de contribuir al desarrollo del negocio verdaderamente importante: repartirse el botín. Puede que el sistema italiano tuviera una mayor necesidad de alcanzar acuerdos políticos que de acceder a la verdad política, y en la Comunidad se pensaba que eso era de rigueur; pero a mí me parecía de mal gusto practicar esta estrategia30.


    La opinión que tenía Andreotti de Thatcher era todavía más tajante. A la salida de una interminable sesión del Consejo Europeo dedicada al reembolso británico, el mandatario italiano comentó que Thatcher le recordaba a una casera que le reclamara el alquiler a su inquilino.


    La creciente importancia de Italia como tercera fuerza decisiva en los asuntos de la Comunidad fue uno de los rasgos característicos de este periodo. El Informe sobre la Unión Económica y Monetaria de 1989 que sentó las bases del Tratado de Maastricht fue redactado por un italiano, Tommaso Padoa-Schioppa, el más incisivo defensor de la moneda única, y lo hizo por iniciativa de otro italiano –Andreotti, una vez más– que en el último minuto, para consternación de los británicos y del Bundesbank, añadió una cláusula que fijaba como fecha límite para la firma del Tratado el año 1999. No obstante, en esencia los que le dieron la forma definitiva al acuerdo alcanzado en Maastricht fueron los franceses y los alemanes. El objetivo fundamental del gobierno de París era levantar un edificio financiero capaz de sustituir el poder unilateral de facto del Bundesbank como regulador de las fortunas de sus vecinos por una autoridad central de iure, que controlara un espacio monetario europeo en el que los intereses alemanes no tuvieran ya privilegio alguno. A cambio, Bonn recibía el sistema de seguridad de los «criterios de convergencia» –unas condiciones draconianas para el abandono del marco alemán, que los teóricos italianos de la moneda única siempre habían rechazado–, además del equipamiento de la «unión política».


    Una cosa son los orígenes diplomáticos del Tratado y otra sus efectos económicos una vez implantado. ¿Cuál es la lógica social de la unión monetaria programada, que entrará en vigor al final de la década? En un sistema como el que se acordó en Maastricht, las políticas macroeconómicas nacionales se convierten en un recuerdo del pasado: lo único que les queda a los estados miembros son las decisiones de distribución de los gastos –necesariamente reducidos– en el marco de un equilibrio presupuestario con unos niveles tributarios competitivos. El compromiso histórico de la democracia social y de la democracia cristiana con el pleno empleo y los servicios sociales del Estado del bienestar tradicional, que ya han sido reducidos o recortados, perderá el respaldo institucional. Se trata de una perspectiva revolucionaria. La única obligación del futuro Banco Central Europeo, una institución todavía más restrictiva que los estatutos de la Reserva Federal, es el mantenimiento de la estabilidad de los precios. La función protectora y reguladora que los estados nacionales ejercen en la actualidad será desmantelada, y el único mecanismo regulador será la estabilidad monetaria, de acuerdo con el modelo del liberalismo clásico prekeynesiano.


    El nuevo elemento –a saber, el carácter supranacional de la autoridad monetaria del futuro– actuará como refuerzo de este proceso de involución histórica: al distanciarse aún más del electorado de cada nación que los modelos anteriores, este sistema será todavía más inmune –no sólo por ley– a las presiones populares. En pocas palabras, esta Europa federal no será –como temen los conservadores británicos– un súper Estado, sino un infra Estado. Hayek tuvo la lucidez de profetizar esta situación. En su ensayo de 1939 «Las condiciones económicas del federalismo interestatal» expuso la lógica de la unión monetaria europea actual con una energía y una claridad tremendamente inspiradas. Después de argumentar que los estados integrados en esta unión debían abandonar las políticas monetarias independientes, Hayek señalaba que las intervenciones macroeconómicas siempre exigen un acuerdo común en relación con los valores y los objetivos, y después proseguía:


    Está claro que tal acuerdo se encontrará limitado en proporción inversa a la homogeneidad y similitud de los puntos de vista y de las tradiciones que poseen los habitantes de una región determinada. Aunque en el Estado nacional la sumisión a la voluntad de la mayoría será favorecida por el mito de la nacionalidad, debe quedar claro que el pueblo se resistirá a acceder a cualquier interferencia en sus asuntos cotidianos cuando la mayoría que dirige el gobierno esté compuesta por personas de nacionalidades y tradiciones diferentes. A fin de cuentas, parece lógico que el gobierno central, en una federación compuesta por gente de diferentes nacionalidades, tenga que restringir su alcance con el fin de evitar el aumento de la resistencia de los distintos grupos que lo integran. Pero ¿qué puede interferir de forma más directa en la vida privada de la gente que la dirección central de la vida económica, con su inevitable discriminación entre grupos? Parece bastante claro que el alcance de la regulación de la vida económica será mucho más limitado para el gobierno central de una federación que para los estados nacionales. Y dado que, como hemos visto, el poder de los estados que forman la federación será más limitado, gran parte de la intromisión en la vida económica a la que nos hemos acostumbrado será totalmente impracticable en una organización federal31.


    Maastricht, según esta explicación, conduce a la obliteración de aquella parte del legado keynesiano que Hayek deploraba, y de la mayoría de los logros específicos del movimiento sindical de la Europa occidental que se suelen asociar con esta herencia. ¿No desencadenará, sin embargo, esta perspectiva tan extremista la lógica inversa? Ante las drásticas consecuencias del desmantelamiento de los actuales controles sociales para las transacciones económicas a escala nacional, ¿no surgirá pronto –o incluso antes de que se lleve a la práctica– una irrefrenable presión para que se restituyan estos controles a escala supranacional, con el fin de evitar una segura polarización territorial y de clases dentro de la Unión? Es decir, ¿no se creará una autoridad política europea que regule lo que la moneda única y el inquebrantable Banco Central había desregulado? ¿Era éste el as en la manga que tenía guardado Jacques Delors, autor del Plan para la unión monetaria, pero comprometido a lo largo de toda su carrera política con una versión católica de los valores socialdemócratas, recelosa del liberalismo económico?


    Según esta interpretación, el guión de Hayek bien podría invertirse y dar lugar a una situación inversa –la perspectiva que describe Wynne Godley, por ejemplo–. Cuando el Tratado estaba a punto de ratificarse, Godley declaró lo siguiente:


    La increíble laguna del plan de Maastricht es que, si bien recoge un anteproyecto de creación y funcionamiento de un banco central independiente, no existe un anteproyecto análogo de un gobierno central comunitario. Sin embargo, sencillamente es necesario contar con un sistema de instituciones que desempeñe todas aquellas funciones a escala comunitaria que en el presente ejercen los gobiernos centrales de los países miembros32.


    Quizá por temor precisamente a este tipo de razonamientos, el propio Hayek cambió de opinión en los años setenta. Influido por los temores alemanes al aumento de la inflación derivado de una hipotética incorporación del marco a la unión monetaria (en aquel entonces vivía en Friburgo), decidió que la moneda única europea no sólo era una receta utópica, sino peligrosa33. Lo cierto es que en aquel entonces era más necesario que nunca evitar que los gobiernos nacionales sometidos a presiones electorales controlaran el dinero. Pero el remedio, pensaba ahora Hayek, no era cederle el control a una autoridad pública supranacional superior, sino a los bancos privados que competían entre sí, e introducir en el mercado divisas rivales.


    Incluso en los círculos más conservadores son pocos los que defienden esta solución –la cual Padoa-Schioppa, quizá con un poco de malicia, recomienda por ser la única alternativa a la que él propone34–. Pero los recelos en relación con las consecuencias que el tipo de moneda única previsto en el Tratado de Maastricht puede tener para la estabilidad socioeconómica están muy extendidos, incluso entre las autoridades de los Bancos Centrales. Con cerca de veinte millones de desempleados en la Unión actual, ¿qué sentido tiene prevenir la aparición de enormes bolsas de desempleo permanentes en las regiones desfavorecidas? El gobernador del Banco de Inglaterra advierte ahora que, una vez descartada la devaluación, los únicos mecanismos de ajuste posibles son el incremento de los recortes salariales o la emigración a gran escala; por su parte, el presidente del Instituto Monetario Europeo, el banquero (y destacado economista) belgahúngaro Alexandre Lamfalussy, responsable de los preparativos técnicos necesarios para la implantación de la moneda única, ha señalado en tono mordaz –en un apéndice al informe del Comité Delors, al que pertenece– que «si la única herramienta macroeconómica global disponible en el seno de la unión monetaria europea es la política monetaria común aplicada por el Ban-co Central Europeo», nos enfrentaríamos a «una perspectiva muy poco atractiva»35. Según Lamfalussy, para que funcione la unión monetaria es esencial una política fiscal común.


    Pero dado que los presupuestos son todavía el principal caballo de batalla de las políticas nacionales, ¿cómo puede haber coordinación fiscal sin determinación electoral? El «sistema de instituciones», en cuya necesidad insiste Godley, sólo se puede concebir bajo un supuesto: tiene que basarse en una auténtica democracia supranacional, de alcance comunitario, que incorpore por primera vez la soberanía popular real en un Parlamento Europeo realmente eficaz y responsable. Basta con explicar en detalle esta condición para ver lo poco preparados que están el discurso oficial y la opinión pública de los estados miembros para la magnitud de las alternativas que se les presentan.


    En segundo lugar, ¿qué posición ocupará Alemania en la Europa que prevé Maastricht? El acelerador de la unión monetaria no sólo lo han pisado las esperanzas y los temores de los banqueros y los economistas. En última instancia ha sido más determinante el deseo político del gobierno francés de encerrar al recién ampliado Estado alemán en una estructura europea más estrecha, en la que el Bundesbank deje de fijar en solitario los tipos de interés. En París, la creación de una moneda única bajo control supranacional fue concebida como una medida preventiva decisiva para impedir la reaparición de una nueva hegemonía nacional alemana en Europa. Por otra parte, algunos sectores de la clase política y de la opinión pública alemana, emulando a Odiseo atándose al mástil para no ceder a la tentación, mostraron cierta inclinación –o por lo menos así lo declararon– a compartir esta visión. Para ambas partes, el supuesto subyacente era que la autoridad monetaria europea implicaría una reducción del poder del Estado-nación más fuerte desde el punto de vista económico, a saber, la República Federal Alemana.


    Sin embargo, nada más aprobarse el Tratado, empezó a tomar forma precisamente el pronóstico contrario, pues los tipos de interés alemanes alcanzaron niveles nunca vistos desde los años veinte y provocaron una profunda recesión en los países vecinos, y las iniciativas diplomáticas alemanas en relación con los Balcanes –que, una vez más, como en los primeros años del siglo, eclipsaron las maniobras austriacas– trajeron a la memoria algunos recuerdos incómodos. Empleando un tono extremadamente mordaz, Conor Cruise O’Brien ha expresado una visión alternativa. En su análisis de la crisis yugoslava, en la que Bonn declaraba actuar ateniéndose exclusivamente al principio de la autodeterminación nacional –no aplicable, por supuesto, a las etnias menores: chechenos, kurdos o macedonios–, escribió:


    Alemania estaba a favor de reconocer a [Croacia y Eslovenia]. El resto de la Comunidad estaba en contra, y Estados Unidos se negaba de plano. Ante un «consenso occidental» tan sólido en apariencia en relación con un asunto de esa naturaleza, la vieja Bundesrepublik anterior a 1990 habría rectificado respetuosamente. Pero la nueva Alemania unificada simplemente ignoró a Estados Unidos y forzó un cambio de opinión en la Comunidad. Alemania reconoció la independencia de Croacia y de Eslovenia, y los demás países comunitarios hicieron lo mismo unos días después. El cambio de postura de la Comunidad resultó especialmente humillante para los franceses… Las dos nuevas repúblicas forman ahora parte de una amplísima esfera de influencia alemana que se amplía hacia el este… La hegemonía económica alemana en Europa es ahora una realidad; una realidad a la que el resto de los europeos debemos adaptarnos como podamos. En estas condiciones, seguir adelante con el proyecto de una unión federal no «refrenaría» el inmenso poder de la Alemania unificada. Nos sometería al resto a la hegemonía absoluta alemana36.


    Precisamente este temor fue el motivo principal de la campaña en contra de la ratificación del Tratado de Maastricht en el referendo que se celebró en Francia unos meses después. La cuestión de si la moneda única reduciría o aumentaría el poder del Estado-nación más poderoso del continente dividió al electorado francés en dos bandos. La mayoría de la elite política, liderada por Mitterrand y Giscard, sostenía que la única forma de neutralizar la supremacía alemana era poner en práctica la unión monetaria. Los detractores de esta medida, encabezados por Séguin y De Villiers, replicaban que era el modo más seguro de favorecer la preeminencia alemana. La contienda se desarrolló sobre el telón de fondo de la primera tempestad monetaria desencadenada por el aumento de la tasa de descuento alemana en junio, que provocó la expulsión de la lira y de la libra del Mecanismo de Tipos de Cambio europeo durante la última semana de la campaña. Un año después le llegó el turno al franco, que zozobró en la marea de la especulación elevada a la categoría de tormenta por la línea de actuación que había seguido el Bundesbank.


    Hoy en día disponemos de una crónica realista de estos acontecimientos, narrada desde dentro por Bernard Connolly, The Rotten Heart of Europe. La ordinariez del título y de la portada del libro de Connollly es engañosa: no es más que un hábil encanaillement editorial deliberado, que no tiene nada que ver con la aptitud del autor. El libro adolece de una falta de gusto ocasional y de cierta predilección por el melodrama. Pero en su mayor parte es un estudio extremadamente erudito y profesional, bastante corrosivo. Connolly, un thatcherista camuflado en las más altas instancias del aparato financiero de Bruselas, se sitúa, sin embargo, en las antípodas del desconcierto de Thatcher en el ámbito de la política europea. Su libro muestra con una maestría inigualable el nexo que existe entre los intereses de la banca y las elecciones prácticamente en todos los estados miembros de la CE: no sólo en Francia, Alemania, Italia o Reino Unido, sino también en Bélgica, Dinamarca, Portugal e Irlanda. (La única ausencia significativa es la de los Países Bajos, cuya ambivalencia entre la economía liberal y la política federal se despacha en una exasperante nota a pie de página.) Las convicciones chovinistas dieron lugar a un tour de force cosmopolita.


    La postura de Connolly se basa en una hostilidad de fuertes principios no sólo hacia una moneda única, sino hacia los tipos de cambio fijos entre distintas divisas –en su opinión, un intento vano y peligroso de dirigir el funcionamiento de los mercados financieros, que sólo sirve para reprimir la libertad económica de la que depende la vitalidad de un sistema económico espontáneo–. «Un capitalismo occidental contenido es un capitalismo occidental destruido», sentencia Connolly37. En su relato de las trifulcas que tuvieron lugar en el seno del Mecanismo Europeo de Tipos de Cambio entre 1992 y 1993, le dedica sus simpatías a los más fervientes detractores alemanes de las concesiones a la preocupación de sus vecinos en relación con los tipos de cambio, sobre todo a la arisca figura de Helmut Schlesinger, entonces presidente del Bundesbank. Pero la naturaleza de estas simpatías es estrictamente táctica: Connolly aplaude la intransigencia de Schlesinger porque la consecuencia directa de esta actitud fue el debilitamiento de cualquier perspectiva de estabilidad en el Mecanismo de Tipos de Cambio que anticipó la inviabilidad de la unión monetaria europea. Esta postura no implica idealización alguna del Bundesbank: Connolly hace añicos el mito de la «independencia» política de esta institución, y afirma que sus políticas coinciden con notable regularidad con las necesidades de la coalición CDU / CSU en el ruedo electoral.


    En la actualidad la clase política alemana, cuyos instintos nacionalistas han salido de su letargo, muestra algunos recelos en relación con la unión monetaria, ya que la perspectiva de una moneda única también ha terminado por parecer ambigua en la otra orilla del Rin. ¿Podría darse el caso de que a Alemania le dieran gato por liebre con el Tratado de Maastricht? A coro, Waigel, en nombre de la coalición gobernante, y Tietmeyer, en nombre del Banco Central, han subido la apuesta inicial por la unión monetaria con la estentórea exigencia de una «estricto cumplimiento» de los criterios de convergencia añadidos al Tratado (deuda pública inferior al 60 por ciento y déficit público por debajo del 3 por ciento del PIB; inflación al 1,5 por ciento y tipos de interés al 2 por ciento de los tres de la Unión que hayan alcanzado mejores rendimientos) y un «pacto de estabilidad». Este clamor orquestado carece de base legal, ya que en el texto aprobado en Maastricht los criterios de convergencia no son objetivos incondicionales, sino «valores de referencia» a los que hay que tender; y decidir si ha habido progresos o no es el cometido exclusivo de la Comisión –no de la República Federal ni de ningún otro gobierno–. Estas disposiciones fueron concebidas por Philippe Maystadt, ministro de Exteriores de Bélgica, un país con buenas razones para insistir en la flexibilidad y con algunas experiencias que no puede olvidar. En su desprecio de los pormenores legales y de los vecinos modestos, el tono de la diplomacia alemana actual es cada vez más guillermino.


    No obstante, resulta sorprendente que esta «diatriba teutónica», como Adorno la definió en cierta ocasión, no haya encontrado oposición alguna. París, lejos de reaccionar, se ha mostrado ansioso por adaptarse. Para Connolly, era de esperar. Bajo Mitterrand, la actitud de la elite francesa fue la sumisión estilo Vichy al poder económico alemán. En su búsqueda de un franc fort, que requería unos tipos de interés punitivos, que garantizaran la alineación con el marco alemán a costa de un desempleo a gran escala, la clase dirigente traicionó al pueblo francés. Connolly –que se define como un tory radical– señala el distanciamiento de la clase política que se refleja en todas las encuestas y espera con sombría satisfacción el estallido de una nueva Revolución francesa cuando la población tome conciencia del precio que está pagando por la unión monetaria y se levante para destruir a la oligarquía que ha pretendido imponérsela38.


    En Francia, este tipo de premoniciones ya no se consideran del todo desatinadas. De momento la perspectiva no es tan dramática, pero la situación es bastante difícil. El referendo de Maastricht ha revelado la profundidad de la división de la opinión francesa en relación con las probables consecuencias de una moneda única. La pregunta típica es: «¿Qué saldrá del Tratado, una Alemania europeizada o a una Europa germanizada?». La victoria de Jacques Chirac en las elecciones presidenciales que se celebraron a continuación garantiza que la tensión entre los cálculos antitéticos seguirá acechando al Elíseo. Pues ningún político francés ha cambiado tantas veces de postura ni refleja de un modo tan oportuno la división mental del propio electorado. Chirac ha trepado al poder apoyándose en un programa que desafiaba el consenso bipartidista de los años de Rocard-Balladur, la época del pensée unique que concedía la más alta prioridad a un franco fuerte, en detrimento de la creación de empleo, y, después de algunos comienzos en falso, ha retomado con frenesí la ortodoxia financiera. El gobierno de Juppé administra ahora dosis todavía más duras de recortes con el fin de rebajar a la fuerza el déficit hasta los niveles de Maastricht.


    Sin embargo, el más férreo rigor presupuestario no garantiza un franc fort. Como subraya Connolly con razón, los «criterios de convergencia» no son nada realistas, porque incluyen el crecimiento económico y el empleo entre los índices de una economía sólida. Diseñados para tranquilizar a los mercados financieros, sólo satisfacen al Banco Central. Los mercados no son fáciles de engañar, y tarde o temprano rebajan la puntuación de las divisas de los países con desempleo generalizado y tensión social, aunque los precios permanezcan estables y las cuentas públicas equilibradas –como descubrió el tesoro francés en el verano de 1993–. La política nacional actual del régimen de Chirac sólo puede incrementar la presión que en las grandes ciudades está a punto de estallar a costa de su credibilidad electoral, de la que también dependen sus tipos de cambio. Puede que las multitudinarias protestas callejeras de finales de noviembre presagien conflictos todavía más graves. La caída en picado de la popularidad del régimen en las encuestas de opinión no tiene precedentes en la Quinta República. La imagen de una sumisión ciega a las directivas del Bundesbank conlleva altos riesgos políticos.


    La reanudación del programa nuclear impulsada por Chirac se puede ver como un torpe intento de compensar la debilidad económica con el despliegue militar –un efusivo alarde de una de las ventajas estratégicas de la que los franceses todavía disponen y los alemanes no–. El único resultado ha sido que Francia ha atraído el oprobio internacional. Por parcial o hipócrita que haya sido esta reacción (¿cuántos pasquines se han escrito contra el plan nuclear israelí, por ejemplo?), estos experimentos carecen de sentido. Débiles a pesar de su vigor aparente, como el propio Chirac, apenas afectan al equilibrio político de Europa, en el que las armas nucleares ya no poseen la misma importancia que en el pasado. En lugar de aprovechar para buscar aliados que se opusieran al endurecimiento del Tratado de Maastricht, algo a lo que los vecinos inmediatos de Francia –Italia, Bélgica y España– estaban más que dispuestos, la diplomacia francesa ha incurrido de forma gratuita en la hostilidad y el aislamiento. A juzgar por su comportamiento actual, Chirac podría convertirse en el político francés más voluble y frívolo desde Boulanger.


    No obstante, en contra de lo que pensaba la mayoría, al final será Francia, en lugar de Alemania, quien decida el destino de la unión monetaria. La seguridad en sí misma de la clase política de la República Federal de Alemania, por pujante que sea, todavía es relativamente precaria. El régimen francés, más duro y sereno, cuenta con un mayor arsenal de recuerdos históricos que puede aprovechar para acallar las bravuconerías alemanas sin esforzarse demasiado. Alemania no puede volverse atrás en su decisión de aprobar el Tratado de Maastricht, sólo puede intentar encauzarlo. Francia sí puede. No habrá unión monetaria europea si París no hace un gran esfuerzo para recortar su déficit. El compromiso con la unión monetaria ha sido el resultado de los cálculos políticos de la elite, una decisión de Estado de corte clásico –medida de política exterior encaminada a mantener a los alemanes bajo control y a defender el poder nacional francés–. La población es la que ha corrido con los gastos socioeconómicos del franc fort. Nos encontramos ante un caso patente de conflicto entre objetivos exteriores y aspiraciones domésticas, el tipo de casos que Alan Milward desterraba de las primeras fases de la integración. ¿Hasta qué punto le importa al votante francés de a pie que Alemania recupere la hegemonía diplomática en el continente? ¿No son la creación de empleo y el incremento salarial problemas más cercanos? Todo parece indicar que en los próximos años Francia va a experimentar un proceso muy interesante cuando se ponga a prueba el peso relativo del consumo y la estrategia en el proceso de la integración europea.


    Mientras tanto, las presiones de las bases, que han empezado a brotar en forma de huelgas y manifestaciones, sólo conseguirán que se agudicen los dilemas de la clase dirigente. A primera vista la elite francesa se encuentra ahora menos dividida en relación con Maastricht que en la época del referendo. Pero nadie puede decir con seguridad si la unión monetaria tendrá las consecuencias esperadas. ¿Qué nos deparará el futuro? ¿Una Alemania maniatada o desatada? En el espacio de la nueva Europa la ambigüedad de la unión monetaria como proyecto económico se empareja con la indeterminación política de las rivalidades nacionales latentes en el continente.


    Por último, ¿qué hay de la posibilidad de ampliar la Unión Europea hacia el este? Resulta sorprendente que no se hayan producido discrepancias entre los estados miembros en relación con esta cuestión. Se podría añadir que tampoco ha habido reflexiones previas. Por primera vez en la historia de la integración europea se ha fijado un rumbo decisivo y no lo han decidido los políticos ni los tecnócratas, sino la opinión pública. Los votantes no han expresado su voluntad; pero, antes de que se estudiaran detenidamente las consecuencias, los editorialistas y los columnistas de todo el espectro político dictaminaron de forma insólitamente unánime que cualquier otra decisión era impensable. El espíritu de la aprobación de la ampliación hacia el este es muy similar al que ha favorecido la independencia de las antiguas repúblicas yugoslavas. No se ha tenido en cuenta el obstinado cálculo de costes y beneficios que suelen poner de relieve los historiadores que han estudiado las primeras décadas de la integración europea: no ha sido más que una cuestión de buena voluntad ideológica –la necesidad esencial de recompensar a los que habían sufrido bajo el comunismo–. Básicamente, la marea del consenso mediático ha arrastrado a los gobiernos. La prensa ha establecido un principio; ahora les toca a los políticos decidir cómo debe aplicarse.


    Los tres principales estados de la Europa occidental no han logrado ponerse de acuerdo en relación con este extremo. Desde el principio Alemania ha concedido prioridad a la rápida incorporación de Polonia, Hungría, la antigua Checoslovaquia y, en tiempos más recientes, Eslovenia. Dentro de este grupo, Polonia sigue siendo el objetivo primordial para los alemanes. La postura de Bonn es clara. Estos países, que ya forman un área de inversión privilegiada para la industria alemana, actuarían como un glacis, alrededor de Alemania y de Austria, de países católicos con regímenes sociales y políticos en armonía con las ideas de la CDU –siempre que llegaran al gobierno los partidos adecuados–. Francia, más cauta en relación con el ritmo de la ampliación, con la mente puesta en los antiguos lazos que le vinculaban a los países de la Pequeña Entente –Rumanía o Serbia–, se ha mostrado menos inclinada a declarar su predilección por una u otra región. En un principio su preferencia inicial, articulada por Mitterrand en Praga, era una asociación genérica entre la Europa occidental y la Oriental en su conjunto, fuera del marco de la Unión.


    Gran Bretaña, por su parte, no sólo ha presionado para que los países del grupo Visegrád se integren rápidamente en la UE, sino que se ha mostrado dispuesta a admitir a muchos más. Major ha sido el único líder occidental que ha previsto la incorporación eventual de Rusia. Los británicos no ocultan sus motivos para defender esta postura: cuanto más se amplíe la Unión, más superficial será –cuantos más estados nacionales incorpore, menos viable será el control de una autoridad supranacional–. Cuando se extienda hasta el río Bug y más allá, la Unión Europea evolucionará en la práctica, hasta convertirse en la inmensa área de librecambio que, a juicio de Londres, siempre debería haber sido. La ampliación se traducirá en la disolución institucional y en la liberalización social: la posibilidad de incorporar enormes ejércitos de mano de obra barata procedente del este, que a su vez ejercerá una presión que contribuirá a un descenso salarial en Occidente, es otra ventaja añadida de la perspectiva británica.


    ¿Cuál es el resultado más probable? De momento, el plan alemán es el que cuenta con más partidarios. La política que ha esbozado la UE, en la medida que ha expresado su opinión al respecto, sigue la línea que propone la CDU. Una de las razones de esta actitud es, por supuesto, la convergencia actual entre los cálculos de los alemanes y las aspiraciones de los polacos, los checos y los húngaros, una coincidencia no exenta de ironía histórica. Desde finales de los ochenta los publicistas y los políticos húngaros, checos y polacos y, en tiempos más recientes, los eslovenos y los croatas, se han impuesto la tarea de persuadir al mundo de que estos países forman parte de Europa Central; de que muestran una afinidad natural con Europa occidental, que les diferencia de la Europa del Este. A veces la ampliación geográfica implícita en estas definiciones es muy exagerada. Czesław Miłosz, por ejemplo, considera que Vilna es una ciudad centroeuropea39. Pero si Polonia –por no hablar de Lituania– se encuentra realmente en el centro de Europa, ¿qué es el este? Lógicamente, uno se imagina que la respuesta correcta a esta pregunta es: Rusia. Pero dado que muchos otros escritores –Milan Kundera, por ejemplo– siempre han negado que Rusia haya pertenecido en algún momento a la civilización europea40, nos enfrentamos al enigma de un territorio que se proclama al mismo tiempo centro y frontera.


    Consciente de estos problemas, una simpatizante americana, la editora extranjera del Spectator Anne Applebaum, ha puesto al día el estatus de Polonia y la ha elevado tácitamente a la categoría de nación plenamente occidental, otorgándole el derecho –flaco favor– a decidir si Lituania, Bielorrusia y Ucrania pertenecen a Oriente o a Occidente en su obra Beetween East and West41. Otra salida es la que ofrece Miklós Haraszti, que sostiene que aunque en la actualidad tiene poco sentido desde el punto de vista geográfico aplicar la noción de Europa Central, esta idea expresa la unidad política de los que lucharon contra el comunismo –polacos, checos, magiares– y los diferencia de los que no lo hicieron. Lo cierto es que el número de rumanos que perdieron la vida en 1989 supera con creces al de los que murieron en estos tres países juntos por oponerse al régimen durante los años del comunismo. Hoy, sin embargo, este concepto posee un valor más regulativo que retrospectivo: acuñado originalmente para negar cualquier conexión con la experiencia rusa durante la Guerra Fría, se emplea en la actualidad para diferenciar a los candidatos de primera categoría en la incorporación a la UE de los candidatos de segunda –i. e., los rumanos, los búlgaros, los albanos, etcétera.


    Pero es muy difícil que una noción geopolítica consiga librarse del todo de sus orígenes. La idea de Mitteleuropa fue una invención alemana, un concepto acuñado, como es sabido, por el amigo de Max Weber, Friedrich Naumann, durante la Primera Guerra Mundial. Por sorprendente que parezca, el concepto de Naumann conserva intacta su validez. La Europa Central que él imaginó debía organizarse alrededor de un núcleo germánico que combinara la eficiencia industrial prusiana con el glamour cultural austriaco y que atrajera a las naciones satélite para que se integraran en una enorme comunidad aduanera –Zollgemeinschaft– y militar que se extendería «desde el Vístula hasta los Vosgos»42. Según Naumann, esa Mitteleuropa unificada sería un Oberstaat, un «super-Estado» capaz de rivalizar con el imperio angloamericano y con el ruso. Naumann, pastor luterano, señalaba con pesar que sería un Estado predominantemente católico –un peaje necesario que había que pagar–, pero tolerante, en el que tendrían cabida los judíos y las nacionalidades minoritarias. No sería una unión federal –Naumann también fue uno de los primeros profetas de la doctrina de la subsidiariedad actual–. Los estados miembros conservarían todas las formas de soberanía excepto la económica y la militar, y mantendrían su identidad política específica. No habría una única capital universal, sino que diferentes ciudades –Hamburgo, Praga, Viena– serían las sedes de determinadas funciones ejecutivas, como Estrasburgo, Bruselas y Fráncfort en la actualidad43. Contra el telón de fondo de un anteproyecto como éste, es fácil entender que la República Federal se preste a satisfacer la exigencia ideológica de los países del grupo Visegrád de una Europa Central.


    Pero teniendo en cuenta que en la actualidad la ampliación hacia el este es una política oficial sagrada –aunque todavía poco definida– de la Unión, ¿hay alguna posibilidad de que el proceso pueda quedar restringido a un selecto puñado de antiguos estados comunistas? Las solicitudes de admisión se están multiplicando, y no existe un límite definido donde detenerlas. Europa, como señaló J. G. A. Pocock en cierta ocasión con rotundidad, no es un continente, sino un subcontinente sin delimitar, inscrito en una masa de tierra continua que se extiende hasta el estrecho de Bering. Su única frontera natural con Asia es una estrecha franja de agua, el Helesponto, que en tiempos recorrieron a nado Leander y Lord Byron. Hacia el norte, la llanura y la estepa se extienden sin interrupción hasta el Turquestán. Las fronteras culturales no están demarcadas con mayor claridad que las geográficas: la Albania y la Bosnia musulmanas se encuentran a 1.600 kilómetros al oeste de la Georgia y la Armenia cristianas, el lugar donde los antiguos establecieron la línea divisoria entre Europa y Asia. El propio Heródoto, el primer historiador que analizó la cuestión, señalaba que «las fronteras de Europa son bastante desconocidas, y ningún hombre puede decir dónde terminan… pero lo que sí es cierto es que Europa [la bella joven que raptó Zeus] era asiática, y que nunca pisó la tierra de los griegos que en la actualidad llamamos Europa, pues se limitó a navegar [a lomos de un toro] desde Fenicia a Creta». Puede que todavía podamos aprender alguna lección de esta ironía que señalaba Heródoto. Si Eslovaquia es un candidato idóneo para entrar en la Unión, ¿por qué no Rumanía? Si Rumanía lo es, ¿por qué no Moldavia? Y si Moldavia tiene derecho, ¿por qué no Ucrania? Si Ucrania, ¿por qué no Turquía? En un par de años Estambul desbancará a París y se convertirá en la ciudad más grande de lo que –se defina como se defina– es indiscutiblemente Europa. Por lo que respecta a Moscú, han pasado más de dos siglos desde que Catalina la Grande decretara en un famoso ucase que «Rusia es una nación europea», y la historia de la cultura y la política europea desde la época de Pushkin y Suvorov en adelante no ha hecho sino corroborar esta afirmación. La visión de De Gaulle de una Europa que se extendiera «desde el Atlántico hasta los Urales» no desaparecerá sin más. Las únicas objeciones que han surgido en el debate actual sobre la ampliación de la UE son la comodidad de los países más cercanos a la Europa del Este y la falta de imaginación de los burócratas de Bruselas. No aguantarán la lógica de la ampliación.


    En 1991 J. G. A. Pocock señalaba que


    «Europa»… es de nuevo un imperio entendido como una zona civilizada y estable que debe decidir si ejerce o no ejerce su poder político sobre las violentas culturas que se extienden a lo largo de sus fronteras y que todavía no están dentro de su sistema: serbios y croatas en el caso de Austria, kurdos e iraquíes si se considera que Turquía forma parte de «Europa». Éstas no son decisiones que deba tomar el mercado; son decisiones de Estado44.


    Pero dado que Europa no es un imperio en el sentido más conocido de la expresión –una autoridad imperial centralizada–, sino, en palabras de Pocock, un mero «complejo de estados» sin una visión compartida de cuáles son sus regiones fronterizas, no es de sorprender que sus límenes deban ser trazados por las distintas cancillerías. Con todo, desde que Pocock escribiera estas palabras, han sido muchos los expertos que han intentado llenar esta laguna.


    Timothy Garton Ash, por ejemplo, uno de los primeros y más entusiastas partidarios de la vía rápida del PCH, ha cambiado recientemente de opinión. «Después de pasarme los últimos quince años intentando explicar a los lectores occidentales que Praga, Budapest y Varsovia pertenecen a la Europa Central y no a la Oriental, soy el último que necesita que le recuerden que existen diferencias enormes entre Polonia y Albania», escribe Garton Ash en el Times Literary Supplement. «Pero afirmar que existe una línea divisoria histórica absolutamente clara entre las democracias centroeuropeas del llamado grupo Visegrád y, pongamos por caso, los Estados Bálticos o Eslovenia, sería alimentar un nuevo mito»45. La línea divisoria debe fijarse más bien entre una Segunda Europa formada por unos veinte estados que Garton Ash describe como «en camino» hacia la UE, y una Tercera Europa que no comparte esta perspectiva, integrada por Rusia, Bielorrusia, Ucrania y –una sutileza cartográfica– Serbia.


    No parece que esta dicotomía manifiestamente instrumental vaya a resultar más duradera que la distinción mítica a la que pretende sustituir. Al final de Orchestrating Europe, una exhaustiva y –por extraño que parezca– entusiasta guía para entender el laberinto institucional y las complicaciones informales de la Unión, Keith Middlemas considera un panorama algo más amplio. Europa, afirma, está rodeada por un arco de amenazas potenciales que se extiende desde Murmansk a Casablanca. Para mantenerlo a cierta distancia, la Unión necesita un cinturón de aislamiento que constaría de un «segundo círculo» de regiones susceptibles de integrarse en la Comunidad, una zona que le protegería de los peligros de un «tercer círculo» más lejano –es decir, Rusia, Oriente Medio y el África negra–. En esta visión las distintas zonas parachoques serían, lógicamente, la Europa del Este, Chipre y Turquía en el Mediterráneo oriental, así como el Magreb. Sin embargo, Middlemas explica que mientras que los dos primeros son en última instancia aceptables para la Unión, la integración del tercero resulta inconcebible, ya que «la barrera que forman los países del Magreb es irrelevante, pues la única amenaza que representa el África subsahariana es la de unas cifras insignificantes de inmigración ilegal». De hecho, «la amenaza real se encuentra en el norte de África»46. Aunque el enfoque de Middlemas es más ecuménico que el de Garton Ash, que excluye expresamente a Turquía de Europa, sigue la trayectoria común a todos estos tropos: el camino que desciende a la aporía. Hasta ahora, todos los intentos de delimitar las futuras fronteras de la Unión se han acabado deconstruyendo.


    De momento, son seis los países que han firmado «acuerdos europeos», la antecámara oficial de la integración: Polonia, República Checa, Hungría, Eslovaquia, Rumanía y Bulgaria; y otros cuatro están a punto de hacerlo (Eslovenia y las Repúblicas Bálticas). Sólo es cuestión de tiempo que Croacia, Serbia, Macedonia, Albania y lo que queda de Bosnia se pongan a la cola. ¿Significa esta situación –que podríamos definir como un efecto dominó inverso, en el que las piezas caen hacia dentro en lugar de caer hacia fuera– que se acabarán imponiendo las previsiones británicas? Harold Macmillan vaticinó en cierta ocasión, con ese tono coloquial tan característico de los británicos, que cuando la Comunidad quedara expuesta a las benéficas presiones de una enorme zona de librecambio se «desharía como un terrón de azúcar en una taza de té»47. Ésa sigue siendo la visión predilecta de sus sucesores. Según los cálculos de los dirigentes británicos, cuantos más estados se incorporen a la Unión, menor será la soberanía que se podrá imponer y mayores las posibilidades de que los sueños federalistas fracasen. ¿Hasta qué punto es realista esta visión?


    Es indudable que si la Unión se amplía hasta sumar unas dos docenas de estados su naturaleza esencial se verá alterada. Si los acuerdos vigentes se ampliaran sin más hacia el este, sólo el coste de la incorporación del grupo Visegrád implicaría un incremento del 60 por ciento del presupuesto de la Unión. Es imposible que los estados miembros actuales acepten una carga semejante en un momento en que todas las naciones presionan a favor de la reducción tributaria. El aumento del presupuesto se traduciría bien en la reducción de las ayudas a las comunidades agrícolas y a las regiones desfavorecidas de Occidente, integradas por votantes con poder para oponerse, o bien en una moderación del acquis communautaire, que permitiera convertir a los nuevos socios en miembros de segunda clase que no se beneficiaran de las transferencias pactadas para los de primera clase.


    Éstos son los quebraderos de cabeza fiscales que acarrea toda expansión acelerada. Pero este proceso también tendría consecuencias materiales para las antiguas economías comunistas. Si tenemos en cuenta que el esfuerzo del cumplimiento de los criterios de convergencia de la unión monetaria ya ha forzado al límite a las prósperas sociedades occidentales, ¿podrán soportarlo las empobrecidas sociedades orientales? Hasta ahora ningún candidato, por precaria que fuera su situación inicial, ha tenido que escalar semejante precipicio macroeconómico. A la vista de los requisitos de la UME, no es de sorprender que los entusiastas de la expansión empiecen a mostrarse partidarios de descartar la idea de la moneda única. Según Garton Ash, las necesidades de Varsovia y de Praga se ajustan a la perfección a los sabios pronósticos de Londres. «En el momento actual, Europa debería recurrir, quizá, al pensamiento británico», escribe Garton Ash aludiendo a la unión monetaria, «entendiendo “británico” en el sentido profundo de nuestra tradición intelectual específica: escéptica, empírica y pragmática»48. Esta sospecha de la incompatibilidad de la UME con la ampliación hacia el este la comparten algunos de los que defienden el punto de vista contrario, como el extravagante Jacques Attali, que considera que la moneda única es una causa válida pero en la actualidad perdida, y que la ampliación es un proyecto alemán que supondrá un alejamiento de la Europa federal, perspectiva que desprecian la mayoría de las elites nacionales, hechizadas por la cultura americana. Después de la experiencia Mitterrand, L’Europe ne s’aime pas, señala taciturno49.


    El espíritu de Maastricht no va a desvanecerse como si tal cosa. Pero los riesgos de la ampliación no se limitan únicamente a los escollos económicos que los miembros nuevos y los antiguos deben sortear. Aunque se realizaran distintos tipos de ajustes –desde la adaptación de la Política Agrícola Común, hasta la de los Fondos Estructurales, pasando por la de la moneda única– para dar cabida a las otrora «naciones cautivas», todavía habría que superar una dificultad esencial de naturaleza estrictamente política. Doblar el número de miembros podría inutilizar las instituciones actuales de la Unión. El equilibrio original de los Seis o los Nueve ya se ha quebrado en el Consejo de Ministros. En la actualidad los cinco estados más grandes –Alemania, Francia, Italia, Gran Bretaña y España– representan el 80 por ciento de la población de la Unión, pero tan sólo disponen de un poco más de la mitad de los votos del Consejo. Si los diez candidatos excomunistas actuales fueran aceptados, la proporción de estos estados sería todavía menor, y los países pobres en la Unión –los que en la actualidad tienen derechos a ayudas sustanciosas– ya no serían cuatro de quince, sino que representarían una mayoría de catorce del total de los veinticinco.


    El ajuste del peso de los votos podría suponer un retroceso del pays légal hacia el pays réel. Pero no resolvería el problema más espinoso de la ampliación hacia el este, que se basa en la lógica de las cifras. La antigua Europa satélite contiene casi tantos estados como la Europa capitalista tradicional (según el último recuento, dieciséis en el «este» contra los diecisiete del «oeste», si incluimos a Suiza), y representa un tercio de la población total. Una proliferación de socios de esta envergadura, por mucho que se suavicen las desigualdades, representa una amenaza de paralización institucional. Rebuc sic stantibus, el tamaño del Parlamento Europeo podría crecer hasta alcanzar los ochocientos diputados; el número de comisarios aumentaría hasta cuarenta; si cada ministro pronunciara un discurso inicial de diez minutos, tendríamos cinco horas de discursos antes de entrar en materia. La legendaria complejidad del sistema actual, con sus intrincadas rotaciones en el oficio comisarial, sus laboriosos pactos gubernamentales y los diversos vetos ministeriales y parlamentarios, se sobrecargaría hasta el límite de la parálisis.


    En tales condiciones, ¿no implicaría la ampliación necesariamente un debilitamiento? Ésta es la apuesta de Londres, expresada de forma más o menos explícita según el contexto, desde el Foreign Office hasta el Times Literary Supplement. A largo plazo, según esta línea oficial de pensamiento, la expansión conducirá a la desfederalización. Con todo, ¿es ésta la única conclusión lógica que se puede extraer? Esta pregunta nos conduce a la última anfibología. Pues ¿no es precisamente la perspectiva del punto muerto institucional, impuesta como una necesidad funcional absoluta, la que exigiría la creación de una autoridad supranacional mucho más centralizada que la actual? La coordinación de doce o quince socios puede funcionar, aunque sea de manera lenta y aparatosa, sobre la base del consenso. Al multiplicarse hasta llegar a cerca de treinta, esta posibilidad queda anulada a efectos prácticos. Cuantos más estados se incorporen a la Unión, mayor tenderá a ser el desajuste entre la población y su representación en el Consejo de Ministros, en la medida en que los países grandes serán menos numerosos que los pequeños, y la capacidad de decisión general será más débil. Por paradójico que parezca, puede que se alcance un resultado opuesto al de las expectativas británicas –es decir, una concentración de poder federal a través de un nuevo acuerdo constitucional en el que el peso del voto de cada nación se redistribuya y las decisiones por mayoría se conviertan en un procedimiento normal–. Puede que, en otras palabras, el problema de la magnitud obligue a desenredar la maraña institucional, algo que los partidarios de una zona de libre comercio flexible intentan evitar. La ampliación podría traducirse en una detención o un retroceso de la intensidad. Pero también podría precipitarla.


    Las tres cuestiones cruciales a las que se enfrenta la Unión Europea en la actualidad –la moneda única, el papel de Alemania y la multiplicación de estados miembros– poseen, por tanto, un carácter profundamente indeterminado. En los tres casos, la estructura de la anfibología es la misma. Una serie de afirmaciones tan drásticas que podrían zozobrar y generar el efecto contrario, dando lugar a una peculiar incertidumbre. Éstas son las arenas movedizas políticas sobre las que debe levantarse el edificio de Europa.
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    II. Resultados


    (2007)


    Europa ha tenido una revelación y ha quedado hechizada. Lejos de perder relevancia histórica, el Viejo Mundo está a punto de adquirir una importancia para la humanidad que ni en sus días pretéritos, de dudosa gloria, había poseído. Al final de Postguerra, una obra de más de ochocientas páginas que narra la historia del continente desde 1945 hasta nuestros días, el historiador Tony Judt prorrumpe en exclamaciones de admiración ante «la emergencia de Europa en los albores del siglo xxi como parangón de las virtudes internacionales: una comunidad de valores que tanto los europeos como los no europeos consideran un ejemplo». Esta reputación, asegura Judt con entusiasmo, es «bien merecida»1. La misma visión ha fascinado a los profetas del Nuevo Laborismo. Por qué Europa liderará el siglo xxi, declama el título del manifiesto escrito por Mark Leonard, la Wunderkind en política exterior del Partido. «Imaginad un mundo en el que reine la paz, la prosperidad y la democracia», exhorta al lector. «Os estoy pidiendo que imaginéis el “Nuevo siglo europeo”.» ¿Qué tiene que suceder para que esta posibilidad se haga realidad? «Europa representa una síntesis entre la energía y la libertad del liberalismo y la estabilidad y el bienestar de la socialdemocracia. A medida que el mundo se enriquezca y se aproxime a la satisfacción de las necesidades básicas, como el hambre y la salud, el estilo de vida europeo será irresistible»2. ¿De veras? Desde luego. «Ahora que India, Brasil, Sudáfrica e incluso China se encuentran en pleno desarrollo económico y político, el modelo europeo representa un modo irresistiblemente atractivo de afinar su prosperidad y de proteger su seguridad al mismo tiempo. Se unirán a la UE para construir “un Nuevo siglo europeo”»3.


    Ni corto ni perezoso, el futurólogo Jeremy Rifkin –americano de nacimiento pero europeo honorario desde cualquier punto de vista: hasta el punto de haber trabajado como asesor personal de Romano Prodi en la época en que éste presidía la Comisión Europea– ha escrito una guía, El sueño europeo. En su búsqueda de «la armonía en detrimento de la hegemonía», explica Rifkin, la UE «reúne todas las condiciones para reivindicar el derecho moral en el viaje hacia una tercera etapa de la conciencia humana. Los europeos han trazado un mapa de carreteras visionario que conduce a la nueva tierra prometida, un mapa que reafirma el instinto vital y la indivisibilidad de la Tierra»4. Después de un lírico estudio de esta ruta –y de sus típicas escalas: «El gobierno descentralizado», «El romance con la sociedad civil», «La segunda Ilustración»–, Rifkin nos previene contra el cinismo y concluye: «Vivimos tiempos tumultuosos. Gran parte del mundo está sumido en la oscuridad, y muchos seres humanos no saben qué camino tomar. El sueño europeo es el faro que nos sirve de guía en un mundo turbulento. Una luz que nos atrae hacia una nueva era de globalidad, diversidad, calidad de vida, intensidad, sostenibilidad, derechos humanos universales, derechos de la naturaleza y paz en la Tierra»5.


    Podría pensarse que este tipo de arrebatos sólo se dan en el mundo anglosajón, pero en la Europa continental abundan otras propuestas similares, más prosaicas. Para el destacado filósofo alemán Jürgen Habermas, Europa ha «solucionado de un modo ejemplar» dos graves problemas de nuestro tiempo, «el gobierno más allá del Estado-nación» y los sistemas de bienestar social que «sirvan de modelo» al mundo. ¿Qué le impide solucionar un tercer problema? «Si Europa ha resuelto dos problemas de esta magnitud, ¿por qué no podría afrontar otro desafío más: defender y promover un orden cosmopolita sobre la base del derecho internacional?»6 –o, como apunta su compatriota, el sociólogo Ulrich Beck, «la europeización implica la creación de una nueva política. Participar de forma activa en el juego del metapoder, en la lucha por la articulación de las reglas de un nuevo orden global. El eslogan del futuro será: Hazte a un lado, América; Europa ha vuelto»7. En Francia, Marcel Gauchet, teórico de la democracia y editor de la revista de pensamiento más importante del país, Le Débat, explica que «podríamos pensar que la fórmula que han aplicado los europeos por primera vez está destinada en última instancia a servir de modelo a todas las naciones del mundo. Es una fórmula que se encuentra inscrita en su configuración genética»8.


    I


    La autocomplacencia siempre ha sido un sentimiento bastante común en Europa. Pero el talante actual es diferente: un narcisismo que aparentemente no conoce límites, en el que la imagen que el observador ve reflejada en el agua es la del futuro del planeta. ¿Cómo se explica este grado de vanidad política? Es evidente que el paisaje del continente ha cambiado en los últimos años, y el papel que desempeña Europa en el mundo ha ganado importancia. Los cambios reales pueden dar lugar a sueños surreales que hay que calibrar adecuadamente para determinar cuáles son las conexiones que existen entre ambos, si es que existen. Hace diez años Europa se enfrentaba a tres grandes imponderables: el advenimiento de la unión monetaria tal como se concibió en Maastricht; la recuperación de la preponderancia regional de Alemania gracias a la reunificación; y la expansión de la UE hacia la Europa del Este. Los resultados de cada uno de ellos eran ex ante indeterminados. ¿Hasta qué punto se han clarificado desde entonces?


    Por su propia naturaleza se puede considerar que la introducción de una moneda única, adoptada simultáneamente por once de los quince estados miembros de la UE el 1 de enero de 1999, ha sido la transformación más inmediata y sistemática de las tres. Lo más razonable era suponer que esta medida tendría una serie de efectos directos que se podrían percibir enseguida. Sin embargo, la única consecuencia visible hasta el momento es que el proceso de sustitución de las doce monedas (Grecia se sumó a la iniciativa en 2002) se ha desarrollado sin fallos técnicos ni contratiempos: un auténtico tour de force administrativo. Por lo demás, contrariamente a lo que casi todo el mundo esperaba, el resultado global de la unión monetaria que entró en vigor en la Eurozona hace ocho años no es del todo concluyente. El propósito declarado de la moneda única era rebajar los costes transaccionales e incrementar la previsibilidad del rendimiento para las empresas, dos efectos que desencadenarían un aumento de las inversiones y un crecimiento más rápido del rendimiento y de la producción.


    Pero en la actualidad todavía no se han obtenido resultados en este sentido. Se ha demostrado que los efectos dinámicos de la SEA, el «acta del mercado único» de 1986, que según los economistas más ortodoxos sería una iniciativa mucho más importante que la UME, se habían alabado en exceso: el Informe Oficial Cecchini estimaba que el PIB de la Comunidad crecería entre un 4,3 por ciento y un 6,4 por ciento, pero en realidad se ha producido un incremento de poco más de un 1 por cien-to. Hasta el momento, la recompensa de la UME ha sido todavía más decepcionante. Lejos de acelerarse, el crecimiento en la Eurozona experimentó una ralentización inicial y pasó de una media del 2,4 por ciento en los cinco años anteriores a la unión monetaria a una del 2,1 por ciento durante los cinco años posteriores. A pesar de la discreta aceleración que ha tenido lugar entre 2004 y 2007, el crecimiento sigue por debajo del nivel de los años ochenta. En la Cumbre de Lisboa de 2000, celebrada a renglón seguido de la implantación de la moneda única, se prometió crear en los diez años siguientes «la economía basada en el conocimiento más competitiva y dinámica del mundo». Pero de momento la UE ha registrado una tasa de crecimiento bastante más baja que la de EEUU, muy retrasada en comparación con la de China. Atrapada entre el atractivo científico y tecnológico de América, donde dos quintas partes de los científicos –unos 400.000– han nacido en la UE, y la mano de obra barata de la República Popular de China, donde el salario medio es veinte veces inferior, Europa ha sido incapaz de demostrar la autenticidad de sus bravatas.


    El rendimiento de los países integrados en la moneda única no sólo ha sido inferior al americano, sino también al de los estados de la UE que se negaron a abandonar su moneda –tanto Suecia como Gran Bretaña o Dinamarca han registrado mayores tasas de crecimiento en el mismo periodo–, lo cual resulta todavía más significativo. Tanto Alemania como Francia, las dos economías más importantes de la Eurozona, han violado reiteradamente el Pacto de Estabilidad destinado a evitar que la indisciplina fiscal a escala nacional socavara el rigor monetario a nivel supranacional, una actitud que ensombrece más, si cabe, el legado de Maastricht. Si el impacto deflacionario de este Pacto no se hubiera vulnerado, como sucedió en el caso de Portugal, que no se encontraba en condiciones de negarse, el crecimiento general habría sido todavía más discreto.


    Con todo, sería prematuro pensar que se puede dictar un veredicto definitivo sobre la unión monetaria. Sus defensores se escudan en el caso de Irlanda y en el de España, dos claros ejemplos del éxito de esta medida, y consideran que el repunte económico general liderado por Alemania indica que finalmente la UME se está haciendo valer. Ante todo, pueden alardear de la fortaleza del propio euro. Los tipos de interés a largo plazo en la Eurozona son más bajos que los de EEUU. Pero lo más sorprendente es que el euro ha desbancado al dólar como la principal moneda del mundo en el mercado de bonos internacional. Una de las consecuencias de este fenómeno ha sido el impulso de una oleada de fusiones y adquisiciones transnacionales dentro de la Eurozona, una prueba de la «profundización» de capital que previeron los arquitectos de la unión monetaria. Dada la notoria inestabilidad de la solvencia a escala regional y nacional en la economía mundial –el de Japón es el caso más espectacular de cambio de rumbo desde los ochenta, pero ha habido muchos más–, ¿no podría suceder que, después de poco más de siete años difíciles, se produjera un giro radical en la Eurozona?


    Es evidente que todo depende en gran medida del grado de interconexión o de aislamiento de Europa con la economía estadounidense, la potencia que domina la demanda global. La mediocridad del rendimiento en la Eurozona desde 1999, atribuible, según los partidarios del liberalismo económico, a la inercia del control estatal y a la rigidez del mercado laboral, dos obstáculos que parecen superados después de mucho batallar, se ha producido en una coyuntura global muy favorable, impulsada sobre todo por el consumo americano –la media del crecimiento económico mundial ha llegado hasta el 4,5 por ciento, un porcentaje que no se alcanzaba desde los años sesenta–. En gran medida esta expansión se ha debido al ascenso vertiginoso de los precios de la vivienda, principalmente en EEUU, pero también en muchos países de la OCDE –sobre todo en las antiguas economías periféricas de España e Irlanda, donde la construcción ha sido el elemento central del crecimiento reciente–. En las economías más importantes de la Eurozona, donde las hipotecas nunca han desempeñado un papel tan decisivo en los mercados financieros, estos efectos han sido más controlados. La hora de la verdad de la UME llegará en el caso de que se produzca un debilitamiento repentino del mercado inmobiliario norteamericano. Relativamente inmune a las fiebres hipotecarias durante el periodo de expansión, ¿hasta qué punto se encuentra a salvo la Eurozona de una recesión trasatlántica?


    El papel de Alemania en la nueva Europa sigue siendo igual de ambiguo. Después de absorber a la RDA el país ha recuperado la inmejorable posición estratégica que tenía a principios del siglo xx en el continente: la nación más populosa y la economía más importante. Pero las consecuencias a largo plazo de la reunificación todavía no se han revelado plenamente. Es indudable que, desde el punto de vista internacional, la República de Berlín se ha convertido en una entidad más enérgica, al despojarse de algunas de las inhibiciones de la posguerra. En la década pasada la Luftwaffe ha regresado a los Balcanes, las Einsatztruppen están luchando en el Asia Occidental y las patrullas de la Deutsche Marine en el Mediterráneo oriental. Pero Alemania participa en estas operaciones como una empresa subcontratada, en misiones de la OTAN o de la ONU dirigidas por los Estados Unidos, que no son iniciativas independientes. Las posturas diplomáticas han sido más importantes que las militares. Bajo el mandato de Schröder se establecieron vínculos estrechos con Rusia, en una entente que se convirtió en el rasgo más distintivo de la política exterior de su gobierno. Pero no fue ni mucho menos un segundo Pacto de Rapallo a expensas de los vecinos occidentales. Bajo Chirac y Berlusconi, Francia e Italia cortejaron a Putin más o menos del mismo modo, pero con menos triunfos económicos en la mano. Dentro de Europa, el gobierno de coalición formado por socialdemócratas y verdes en Berlín, a pesar de su tan cacareada ausencia de complejos generacionales, nunca ha llegado a crear tantos problemas como su predecesor de Bonn. Desde 1991, de hecho, no ha tomado ninguna decisión que pueda compararse con el reconocimiento unilateral de Eslovenia por parte de Kohl, el episodio que precipitó la desintegración de Yugoslavia. Merkel ha conseguido burlar la voluntad de los votantes franceses y holandeses, pero no se encuentra en condiciones de hacer lo mismo con su electorado. En la actualidad, la perspectiva de una hegemonía informal de Alemania en Europa, considerada en términos clásicos, parece muy remota.


    Una de las razones de la imagen relativamente apagada de la nueva Alemania ha sido, por supuesto, el coste de la propia reunificación, que hasta la fecha ha supuesto una factura de más de un trillón de dólares, una cifra que ha sumido al país durante años en el estancamiento, un desempleo muy elevado y una deuda pública cada vez mayor. Durante este periodo Francia, que no se puede decir que haya sido precisamente un galgo, ha superado a Alemania sistemáticamente: entre 1994 y 2004 ha registrado tasas de crecimiento más elevadas, con un incremento de casi el doble del PIB en los cinco primeros años del nuevo siglo. En 2006, se ha producido por fin una recuperación alemana sustancial, y se han vuelto las tornas. En la actualidad Alemania es el principal exportador mundial, y da la sensación de que su economía pudiera alcanzar una hegemonía similar a la de los tiempos de Schmidt y la primera etapa de Kohl. En aquella época, gracias a las férreas políticas monetarias del Bundesbank, Alemania tenía sujetos a sus vecinos por el cuello. Con el euro, esa forma de presión es imposible. La amenaza la representa ahora la extraordinaria represión salarial que ha impulsado la recuperación alemana. Entre 1998 y 2006, el coste unitario de la mano de obra en Alemania ha caído literalmente –en una asombrosa hazaña, el salario nominal ha bajado durante siete años consecutivos–, mientras en Francia y en Gran Bretaña subía un 15 por ciento, y entre un 25 por ciento y un 35 por ciento en España, Italia, Portugal y Grecia. Con la prohibición de la devaluación, los países del Mediterráneo están sufriendo una drástica pérdida de competitividad que augura males para toda la franja sur de la UE. Alemania no sólo ejerce su poder a través del alto mando o del Banco Central; dispone de otras medidas más duras que fluyen del mercado. Es demasiado pronto para descartar una Grossmacht regional.


    Han pasado dieciséis años desde la reunificación alemana. La moneda única se puso en circulación hace ocho. La ampliación de la UE comenzó hace tan sólo tres. Sería muy raro que sus consecuencias se pudieran percibir ya con claridad. A efectos prácticos, por supuesto, la expansión de la UE hacia el este se puso en marcha en 1993, y ha finalizado –de momento– en 2007, con la incorporación de Rumanía y Bulgaria. En cierto sentido, es evidente por qué es, quizá, el principal motivo de satisfacción para los entusiastas del europeísmo. Nueve antiguas «naciones cautivas» del Bloque Soviético se han integrado sin problemas en la Unión. Sólo los territorios del antiguo comunismo independiente de la época de Tito y Hoxha esperan a la entrada del redil, con la excepción de Eslovenia, que ingresó en 2004. El capitalismo se ha restituido de forma suave y rápida, sin engorrosos retrasos ni contratiempos. De hecho, como ha observado recientemente el director general de la Comisión de Ampliación de la UE: «Hoy en día el nivel de privatización y de liberalización del mercado suele ser superior en los nuevos estados miembros que en los antiguos»9. En esta zona recién liberada el crecimiento ha sido considerablemente más acelerado que en las economías más grandes de Occidente.


    No menos impresionante ha sido la implantación de sistemas políticos ajustados a las normas liberales –democracias representativas con sus correspondientes derechos civiles, parlamentos electos, separación de poderes y alternancia de gobiernos–, que no ha encontrado apenas resistencia. Bajo el ojo benévolo pero vigilante de la Comisión, que procura que los criterios establecidos en Copenhague en 1993 se cumplan adecuadamente, la Europa del Este se ha incorporado a la comunidad de naciones libres. No se ha producido ninguna recaída. En la mayoría de los casos las elites estaban más que dispuestas a complacer. Para la población de estos países, los pormenores constitucionales eran menos importantes que la mejora del nivel de vida, una vez liberados del yugo del comunismo tardío, aunque casi ningún ciudadano se mostró indiferente a la conquista de libertades más modestas, como la de expresión, la de ocupación o la de desplazamiento. Llegado el momento de la incorporación, hubo conformidad, pero no demasiado entusiasmo. Sólo en dos de los diez países –en Lituania y en Eslovenia– la mayoría del electorado votó a favor de la entrada a través de referendos que la mayoría de la población de otros lugares ignoró, sin duda, en parte, porque consideraban que para los dirigentes de sus respectivos países ya eran fait accompli.


    Sin embargo, por muy tecnocrática o verticalista que haya sido la mecánica de la ampliación, la unificación formal de las dos mitades de Europa es un acontecimiento histórico de primer orden. Y no lo es por haber devuelto a los países del Este al antiguo hogar común del que un hado maligno –las garras totalitarias de Rusia– les había arrancado después de la Segunda Guerra Mundial, como sostienen los ideólogos de la Europa Central, con Kundera a la cabeza. Las raíces de la división del continente son más profundas y se remontan a una época mucho más lejana que la de la Conferencia de Yalta. En uno de sus libros más conocidos, el historiador americano Larry Wolff acusa a los viajeros y a los pensadores de la Ilustración de «la invención de la Europa del Este», un mito altanero acuñado en el siglo xviii. Lo cierto es que, desde la época del Imperio romano, los territorios que en la actualidad ocupan los nuevos estados miembros de la Unión han sido casi siempre más pobres, menos cultos y menos urbanos que la mayoría de las regiones occidentales: presa de las invasiones nómadas procedentes de Asia; sometidos a una segunda servidumbre de la que ni siquiera se libraron las tierras alemanas situadas más allá del Elba, ni la relativamente avanzada Bohemia; anexionados por los Habsburgo, los Romanov, los Hohenzollern o los conquistadores otomanos. El destino que corrieron durante la Segunda Guerra Mundial y la época inmediatamente posterior no fue una lamentable excepción en su historia, sino –en términos de catástrofes– lo habitual.


    La incorporación a la Unión ofrece por fin una oportunidad de dejar atrás este milenario historial de humillación y opresión reiterada. ¿Qué persona que posea cierto sentido histórico del continente puede evitar conmoverse ante la perspectiva del fin de las desigualdades en los destinos de las distintas naciones que lo componen? La idea original de la ampliación hacia el este fue el resultado de la conjunción de la estrategia alemana del gobierno de Kohl y de los intereses de las elites locales, secundada por un grupo de publicistas angloamericanos. El objetivo era integrar en la Unión por la vía rápida a Polonia, Hungría y la República Checa, los estados más amistosos de la región, los que se habían opuesto al comunismo con mayor firmeza y poseían unas clases políticas más occidentalizadas, y dejar plantadas a las sociedades menos favorecidas. Por fortuna, esta nueva e injusta división del este no llegó a prosperar. El mérito conjunto del fracaso de esta iniciativa debe atribuirse en primer lugar a Francia, que desde el principio defendió una aproximación estilo «regata», e insistió en la incorporación de Rumanía, una condición que hacía difícil excluir a Bulgaria; a Suecia, que defendió la candidatura de Estonia, con efectos similares sobre Letonia y Lituania; y a la Comisión Prodi, que finalmente se solidarizó y abogó por una ampliación completa, en detrimento de una de carácter selectivo. El resultado fue que se alcanzó un acuerdo mucho más generoso que el que se había previsto en un principio.


    ¿Qué hay de los efectos de la ampliación en el otro extremo, en el de los miembros más veteranos de la Unión? La partida de Fondos Estructurales asignada al este ha sido tan modesta que el coste financiero ha resultado significativamente menor que el que se había calculado en un principio, y la balanza comercial ha favorecido a las economías más poderosas de Occidente. Pero esto no es más que la calderilla de la ampliación. La recaudación –o la factura, según se mire– es otra. El capital europeo dispone ahora de una gran reserva de mano de obra, justo en la puerta de casa, que no sólo favorecerá la reducción radical de los costes de producción en las fábricas del este, sino que además someterá a una enorme presión a los salarios y las condiciones laborales de Occidente. El caso arquetípico es el de Eslovaquia, un país donde los trabajadores de la industria automovilística cobran ocho veces menos que los de Alemania, y donde pronto se fabricarán más automóviles per cápita –sobre todo en las fábricas de Volkswagen y Peugeot– que en cualquier otro país del mundo. Intimidados por el miedo a que las empresas se trasladen, con el consiguiente cierre de fábricas en Alemania, muchos trabajadores alemanes se han visto obligados a aceptar la ampliación de sus horarios y la reducción de sus salarios. Las presiones de esta carrera hacia la máxima reducción de los límites normativos no se limitan a los salarios. Los antiguos estados comunistas han sido los primeros en reducir los impuestos con el fin de atraer las inversiones, y ahora compiten entre sí por ver quién los rebaja más: Estonia comenzó con un impuesto del 26 por ciento, Eslovaquia ofrece el 19 por ciento, Rumanía anuncia el 16 por ciento y en Polonia se ha propuesto rebajarlo hasta el 15 por ciento.


    Puede que el nuevo este, en otras palabras, acabe desempeñado un papel similar en la UE al que ha venido realizando el nuevo sur en la economía americana desde los años setenta: una región donde la presión fiscal es muy escasa, los movimientos sindicales muy débiles o inexistentes, los salarios bajos y, en consecuencia, las inversiones son muy elevadas, y que, por tanto, registra un crecimiento más acelerado que el de las regiones del centro del continente, donde antiguamente se concentraba el capital. Lo más probable, al igual que con el sur norteamericano, es que esta región no alcance a cumplir los criterios de respetabilidad política que se dan por sentados en el resto de la Unión. De hecho, ahora que se encuentran a salvo dentro de la Unión y que ya no hay necesidad de demostrar un comportamiento ejemplar, parece ser que las elites de la región empiezan a sacar los pies del tiesto. En Polonia, los gemelos que gobiernan la nación contravienen todas las normas de corrección ideológica de Estrasburgo y de Bruselas. En Hungría, un país gobernado por un dirigente que alardea de su mendacidad, la policía antidisturbios siempre está preparada para entrar en acción. En la República Checa pasan los meses sin que el Parlamento se muestre capaz de formar un gobierno. En Rumanía, el presidente insulta al primer ministro por teléfono en un programa televisivo. Pero, al igual que en Kentucky o en Alabama, estas rarezas provincianas no desentonan con la gris escena de la metrópoli, sino que le añaden un toque folclórico.


    Toda analogía tiene sus límites. La función específica del nuevo sur en la economía política de los EEUU siempre ha dependido en cierta medida de los inmigrantes que acudían atraídos por el clima de la región, un desplazamiento que ha provocado tasas de crecimiento demográfico muy superiores a la media nacional. Es mucho más probable que la Europa del Este, cuyo clima no se puede comparar con la calidez de la franja sur de los EEUU, experimente una migración en sentido inverso, como demuestran la reciente oleada de polacos que ha llegado a Gran Bretaña y las elevadas cifras de ciudadanos de los países bálticos y de otros lugares que han acogido Irlanda o Suecia. Pero la movilidad laboral, tome la dirección que tome, es –y, por razones culturales y lingüísticas evidentes, seguirá siendo– mucho más baja en la UE que en los EEUU. Los sistemas locales de bienestar social heredados del pasado comunista, aún vigentes en gran medida, representan otra restricción que puede limitar el desarrollo potencial del modelo norteamericano. Además, el este de Europa, cuya población representa menos de la cuarta parte de la población total de la UE, no tiene el mismo peso relativo que posee el sur en Estados Unidos, por no hablar de la influencia política que ejerce esta región a escala federal. De momento, los efectos de la ampliación se corresponden a grandes rasgos con la imagen que el Foreign Office y los grupos de presión empresarial de Bruselas siempre han esperado: un proceso de dilatación de la UE que ha transformado a Europa en una inmensa zona de librecambio, con una nueva región periférica que suministra mano de obra barata.
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